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l. Introducción 

Hablar de República produce una rápida asociación con dos conceptos que 
se han convertido ya en elementos recurrentes del proyecto republicano: moder­
nización y, sobre todo, memoria. Memoria en cuanto a la vigencia de su proyecto 
reformador, es la más importante experiencia democrática que podernos con­
templar al mirar nuestro pasado, el antecedente directo de la transformación 
democrática que vive España a partir de la muerte de Franco. Unos valores que 
nos dibujan por tanto un escenario recurrente y evocador, un momento histórico 
donde los cambios y las revoluciones parecían posibles. 

Una rápida lectura al título preliminar de la Constitución de diciembre de 
1931 nos descubre las bases de un Estado moderno, con voluntad de cambio y de 
transformación. Unos valores avanzados para su época, entre los que destaca el 
desarrollo de estatutos de autonomía, la separación de poderes, el sometimiento 
del estamento militar al poder civil, la extensión de la educación, la difusión de 
la cultura y el desarrollo científico, la protección y conservación del patrimonio 
histórico2, la asistencia sanitaria pública, una ambiciosa reforma agraria y, parti­
cularmente, una profunda reforma social. 

1 julio.cerda@uah.es 
2 El art. 45 de la Constitución señala que "toda la riqueza artística e histórica del país, sea quien fuere su 

dueño, constituye el tesoro cultural de la Nación y estará bajo la sal11aguarda del Estado, que podrá prohibir 
su exportación y enajenación y decretar las expropiaciones legales que estime oportunas para su defensa. El 
Estado organizará un registro de la riqueza artística e histórica, asegurará su celosa cust-Odia y atenderá su 
perfecta conservación". Una sensibilidad por la cultura que también se manifiesta en el art. 48 dispone 
"El servicio de la cultura es atribución esencial del Estado, y lo prestará mediante instituciones educativas 
enlazadas por el sistema de escuela unificado". 
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Pero más allá de esa conocida declaración de princ1p10s, debemos fijar 
nuestra atención en lo que significa respecto a la etapa anterior, y mucho más 
con referencia al periodo que le sigue de contienda civil y dictadura. Con la 
República se abre un período de libertad, de debate público, de cambio insti­
tucional, de derechos para muchos colectivos ignorados y no poca ilusión en 
muchos sectores sociales, en particular los vinculados al mundo de la cultura y 
la educación. La demanda de modernización era una reivindicación unánime 
de la mayoría de intelectuales, y sobre ese punto vamos a intentar situar la 
gestión sobre el patrimonio documental, sin perder de vista el contexto cultural 
en el que se realizan. 

La primera evidencia es que las transformaciones fueron más notables 
en otros ámbitos que se consideraron más prioritarios, dado el secular atraso 
cultural de amplios sectores sociales, con un analfabetismo que era superior 
al 40%. Se harán notar en el mundo de la enseñanza (en tres años se constru­
yeron más escuelas que en los treinta anteriores), y en una intensa y modélica 
política de difusión de la lectura pública3• Por todos es conocida la innovadora 
labor de las bibliotecas: creación de nuevas bibliotecas, campañas de fomento 
de la lectura como las emprendidas por Misiones Pedagógicas4, bibliotecas po­
pulares impulsadas tanto por municipios como por sindicatos y, por último, ya 
en plena guerra, las bibliotecas en el frente dirigidas a milicianos y soldados. Se 
cree firmemente en la capacidad formadora y transformadora de la cultura, y 
se encuentra en el libro y la lectura el vehículo ideal para lograrlo, "a la cultura 
por la lectura" parece ser su lema. Una apuesta por la socialización de la cultura 
en la que _se comprometieron numerosos intelectuales, muchos vinculados a la 
Institución Libre de Enseñanza5, y que apoyaron decididamente los programas 
promovidos por el gobierno a través del Ministerio de Instrucción Públka entre 
1931 y 1936. 

3 Sirva de ejemplo que la Junta de Intercambio y Adquisición de Libros para Bibliotecas Públicas, tiene 
asignados en los Presupuestos Generales de 1932 600.000 pesetas, mientras que en 1931 figuraba en el 
capítulo de adquisición de libros para las bibliotecas públicas 35.000 pesetas. 

4 Cuando todavía no han transcurrido cincuenta días de la instauración de la República, el 29 de mayo 
de 1931 se crea por Decreto el Patronato de Misiones Pedagógicas con el encargo de «di.fundir la cul­
tura general, la moderna orientación docente y la educación ciudadana en aldeas, villas y lugares, con especial 
atención a los intereses espirituales de la población rurQ/». El Patronato~ constituye el 6 de agosto de 1931, 
bajo la presidencia de Manuel B. Cossío. Dependía del Mirusterio de Instrucción Pública y Bellas Ar­
tes y estaba dirigido por una Comisión Central, cuya sede se encontraba en el Museo Pedagógico. La 
gran mayoría de las bibliotecas se crean en el período 1932-1934: 4.457 bibliotecas, y en su totalidad, 
tal como señala el Patronato, "a poblaciones de menos de 5. 000 habitantes, y en una muy grande proporción 
a pueblecitos de 50, de 100 y de 200 ueci1ros, verdaderas aldeas en donde no se contaba, ni en In realidad ni casi 
en esperanza, con ningún otro medio de cultura". En junio de 1936 se habían creado un total de 5.522 
bibliotecas. 

5 En Valencia tenemos el ejemplo de la Escuela Cossío, seguidora de las propuestas educativas de la 
Institución Libre de Enseñanza, impulsora de la coeducación, la enseñanza ligada a la naturaleza y al 
aprendizaje. y la laicidad, y donde María Moliner enseñó en ella Literatura y Gramática, y, además, 
formó parte de su Consejo Director y contó con alumnas tan destacadas como nuestra colega Vicenta 
Cortés Alonso (José Navarro Alcocer: " La Escuela Cossú> de Valencia". Historia de una ilusión (1930-
1939). Valencia: Generalitat Valenciana, 1987). 
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Sala de lectura de una biblioteca popular 

2. Los archivos en el impulso reformador de la Segunda República 

Naturalmente que los archivos no podían permanecer ajenos a este movi­
miento general de transformación social y cultural. Por lo tanto, como punto de 
inicio, es necesario plantearnos las siguientes cuestiones: 

• ¿Qué cambios se producen en el mundo de los archivos? 
• ¿Qué medidas se toman? ¿Fueron realmente innovadoras? 
• ¿Cuál es el balance global de los años de República? 

2.1. El nuevo sentido y servício de los archivos 

El cambio más perceptible viene dado por el propio cambio de objetivos 
respecto al régimen de Primo de Rivera, ahora se sitúa en primera línea de 
acción la transformación social, los archivos, como el resto de servicios cul­
turales, deben ponerse al servicio de esos nuevos ideales. En las exposiciones 
de motivos de las diferentes normas reguladoras nos encontramos constantes 
referencias a la función que están llamados a desempeñar, y en la que se resalta 
su función educativa, que hay que entender en el proyecto socializador que 
impulsan todos los organismos del Estado, y en su labor como suministra­
dores de fuentes documentales para la necesaria revisión de la investigación 
histórica. 

En el Decreto de mayo de 19326, por el se reorganiza el Cuerpo Facultativo, 
encontramos los fundamentos que la inspiran: 

"En la labor de reorganización de nuestra instrucción pública ... después de muchos 
años de perseverante y silenciosa actividad ... el objeto principal del presente Decreto 

6 Decreto por el que se determina la estructura y misión del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y 
Arqueólogos. Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes (Gaceta del 21-05-1932). 
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consiste en ensanchar la misión del referido Cuerpo, asignándole tanto en el campo de la 
investigación histórica como en el de la acción social para la difusión de la cultura, una 
participación más intensa que la que hasta ahora ha venido teniendo". 

Del mismo modo que los bibliotecarios deben centrarse en el "dominio de los 
múltiples problemas de la moderna biblíoteconomía, desde la gran biblioteca sabia a la 
biblioteca popular y la sección infantil y circulante que deben acompañar a las Escuelas 
hasta los pueblos más escandidos", los archiveros deberán "contribuir a la revisión que 
necesita en gran parte la Historia de España". 

Queda claro en su articulado que su función no reside solamente en custo­
diar y conservar los fondos, sino en facilitar su consulta y aprovechamiento, su 
función pública, su sentido social y educativo. "Como parte integrante de la labor 
docente del Estado, debe tender especialmente a ayudar a completar las enseñanzas de las 
Escuelas, Institutos, Universidades y demás centros docentes, y a favorecer el progreso 
y el desarrollo del estudio e investigación de la Historia Nacional". Referencias simi­
lares aparecen en los decretos de creación de Junta Facultativa del Cuerpo7 y 
especialmente en el Consejo Asesor donde se deja claro que los archiveros no se 
deben limitar "a la función pasiva de custodiar elementos muertos para la vida de la 
cultura"8· 

Desde un principio se intenta adaptar la labor a la que está llamado el 
Cuerpo Facultativo en particular y los archivos en general. Las metas quedan 
condicionadas por la nueva forma de Estado, con un objeto y sentido sociali­
zador, haciendo mención especial a la difusión cultural, al necesario estímulo de 
la investigación y, muy en especial, a su función como elemento de formación. 
En una obra escrita desde el exilio por el bibliotecario Juan B. Vicens de la Llave9 

encontramos las claves del nuevo cometido que estaban llamados a desempeñar 
los archivos y bibliotecas: 

"El papel de los archivos y museos, así como el de las bibliotecas de libros y manus­
critos antiguos no será únicamente el de guardar y conservar los tesoros del pasado, sino, 
en la medida de lo posible, servir a la causa de la difusión de la cultura entre las masas; 
para ello se han creado organismos de divulgación histórica y artística ", .. anteriormente 
-las bibliotecas-estaban reducidas a un casinillo para uso del médico, del veterinario, del 
secretario y tres o cuatro personas más". 

Ese es el punto de partida, aunque es justo reconocer que era una etapa 
demasiado prematura para aplicar conceptos como difusión cultural o socia-

' Decreto de 17 de Noviembre de 1932, creando la Junta Facultativa del Cuerpo Facultativo de Archi­
veros, Bibliotecarios y Arqueólogos. 

• Decreto de 30 de Diciembre de 1932, creando el Consejo Asesor del Cuerpo de Archiveros, Bibliote­
carios y Arqueólogos. 

• Juan B. Vicens de la Llave. L'Espagne vivante: le peuple a la conquete de la cultura. París: Editions 
Sociales rntemacionales, 1938. Juan Vicéns (Zaragoza, 1895-Pekín, 1959), fue inspector de las Biblio­
tecas Públicas Municipales de la Junta de Intercambio y de las Misiones Pedagógicas en la Segunda 
República. Amigo de Lorca, Dalí y Buñuel, con los que coincidió en la Residencia de Estudiantes (se 
le conoce como "el bibliotecario de la Generación del 27n). En junio de 1936 presenta su tesis doctoral: 
Métodos de circulación de libros y de coordinación de bibliotecas. A finales de 1937 es nombrado Delegado 
de propaganda del Gobierno de la República en la Embajada de España en Francia. Su obra recoge 
la labor de inspección realizada por el autor en las bibliotecas creadas por el Patronato de Misiones 
Pedagógicas y Cultura Popular. 
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lización en el mundo de los archivos, en esos momentos centrados exclusi­
vamente en la investigación erudita. Nada que ver con las nuevas tendencias 
que se estaban desarrollando en otros países occidentales en el ámbito de las 
bibliotecas, y que son los que intentan desarrollar los diferentes gobiernos re­
publicanos. Una muestra de los sensibles avances en el campo de la biblioteco­
nomía es la creación en 1934 de la Asociación de Bibliotecarios y Bibliógrafos10

, 

que impulsaría la celebración en el paraninfo de la Universidad Complutense, 
en mayo de 1935, del II Congreso Internacional de Bibliotecas y Bibliografía, 
convocado por la Federación Internacional de Asociaciones de Bibliotecarios. 
Madrid se convirtió en esos días en el epicentro de la profesión, con la presencia 
de quinientos congresistas procedentes de 49 países, y donde tuvo un desta­
cado lugar el análisis de las bibliotecas populares con la famosa conferencia 
inaugural de Ortega y Gasset "Misión del bibliotecario"11

• 

1 ■ 

Asistentes al II Congreso Internacional de Bibliotecas y Bibliografía (1935) 

2.2. Los archivos como fuentes documentales. Claudio Sánchez Albornoz y los proyectos 
del Centro de Estudios Históricos 

Mientras tanto, los archivística sigue del todo vinculada a la historia, a la 
erudición histórica, parece no tener un desarrollo propio y tan acentuado como 
el de la biblioteconomía. Una de las iniciativas más notables del gobierno re­
publicano en relación con el estudio y recopilación de fuentes documentales es 
la creación del Instituto para la investigación y publicación de las fuentes de la 
Historia Medieval de España, recuperando además un proyecto que había visto 

10 Orden concediendo autorización para que se constituya legalmente la Asociación de Bibliotecarios 
y Bibliógrafos de España (Gaceta de 25 de junio de 1934). El promotor fue Javier Lasso de la Vega, 
además de secretario y organizador del Congreso de 1935. 

11 Actas del U Congreso Internacional de Bibliotecas y Bibliografía. Madrid: Librería de Juan Barbazán, 
1947. 
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sus primeros impulsos bastantes años atrás, la edición de los "Monumenta His­
paniae Hístorica"12

• En su larga exposición de motivos declara su intención de 
realizar una "labor de conjunto destinada a recoger, coleccionar y depurar las riquí­
simas fuentes de su compleja historia. La clave, precisamente de su fisonomía nacional 
se encuentra en la Edad Media ... es por tanto ímperatívo urgente de cultura reunirlos y 
publicarlos, formar un material de fuentes que pueda constituir en su día una colección 
de Monumenta Hispaniae Histórica". 

El impulsor de este proyecto, un corpus documental del medievo hispano a 
imitación de los alemanes Monumenta Germaniae Historica, es Claudio Sánchez­
Albornoz, director de la Sección Instituciones sociales y políticas de los reinos de 
Castilla y León del Centro de Estudios Históricos. El proyecto se venía gestando 
desde años antes, es anterior a la etapa republicana, pero ahora toma renovados 
bríos. Se trataba en realidad de uno de los objetivos fundacionales del instituto de 
investigación en humanidades de la Junta para Ampliación de Estudios e Investi­
gaciones Científicas, el Centro de Estudios Históricos, creado en 191013. 

Con un presupuesto inicial de 150.000 pesetas, Claudia Sánchez-Albomoz 
acomete esta «misión científica» rastreando archivos nacionales, municipales y 
parroquiales (en el mismo decreto se le dan todos los permisos y autorizaciones 
para incluso extraer documentos originales), fotografiando y transcribiendo los 
documentos que formarían parte de una ambiciosa obra, centrada fundamental­
mente en los reinos de León y Casti11a, además de algunos navarros, aragoneses 
y portugueses (Lisboa, Braga y Coimbra), un proyecto que se vería truncado 
en 193614• 

Otro novedoso frente de trabajo del Centro de Estudios Históricos, y que 
sorprende por su plena vigencia, es el "El Archivo de la Palabra", dirigido por 
el facultativo Tomás Navarro Tomás. Se crea en 1930 como una nueva línea de 

12 Decreto disponiendo se constituya en Madrid, con carácter oficial, un Instituto para la ínvestigadón y 
publicación de las fuentes de la Historia Medieval de España y la edición de los Monumenta Hispa­
niae Historica. Ministerio de Instrucción Pública (Gaceta de 16 de enero de 1932). El Instituto divide 
sus trabajos en tres Secciones: De "Leges et Consuetudines" (fuentes del Derecho), De "Scriptores" 
(fuentes de la Literatura), De "Diplomata et Chartrae" (estudio y publicación de documentos). El 
título y estructura de la colección imita a los "Monumenta Gennaniae Histórica", obra comenzada a 
editar en Hannover en 1826. 

13 La Junta para Ampliación de Estudios e Investigaciones Científicas fue creada en Madrid el día 
15 de enero de 1907, presidida por Santiago Ramón y Caja!. De ella formaban parte Menéndez y 
Pelayo, Sorol/a, Joaquín Costa, Gumersindo de Azcárate, Luis Simarro, Ignacio Bolfvar o Ramón 
Menéndez Pida!. El Centro de Estudios Históricos se crea el 18 de mano de 1910, bajo la presidencia 
de Ramón Menéndez Pida! desde 1915. Se trataba de una institución dedicada a estudios históricos. 
Las funciones que tenía encomendadas eran básicamente investigar las fuentes, preparar ediciones 
críticas de "documentos inéditos o defectuosamente publicados" y organizar misiones científicas. 
SÁNCHEZ RON, J.M. La Junta para Ampliación de Estudios ochenta años después (1907-1987), Simposio 
Jntemadonal, Madrid 15-17 diciembre de 1987. Madrid: CSIC, 1988, I, pág 1-61. 

" Algunas de las "misiones archivísticas" fueron publicadas: SÁNCHEZ-ALBORNOZ, Claudia. "Re­
organización de los archivos catedrales". Revista de Archivos, Bibliotecas y Museos, 1923, XLIV, p. 527-
533; ''Un viaje a los archivos catedrales del Noroeste". Anuario de Historia del Derecho Español, 1929, 6, 
p. 580-584. En la actualidad el Archivo Fotográfico Sánchez-Albomoz cuenta con aproximadamente 
20.000 fotografías que se corresponden con más de 6.500 documentos de la Plena y Baja Edad Media 
(siglos XI-XV). La mayoría de ellos son relativos a las instituciones de la Corona de Castilla, aunque 
también incluye fotografías de documentación portuguesa (Braga, Coimbra y Lisboa), además de los 
reinos de Navarra y Aragón. La tipología documental recoge cartas-pueblas, fueros, privilegios re­
gios, compra ventas y donaciones fundamentalmente, y también dispone de crónicas altornedievales 
del periodo visigodo y del reino astur leonés. 
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trabajo de la sección de Filología del centro15
. Tenía por objeto reunir los mate­

riales sonoros que proporcionaran información sobre lenguaje y música popular, 
especialmente los relativos a la cultura hispánica, y en los que además se grabaron 
las voces y testimonios de ilustres integrantes de la Generación del 27, y hoy con­
servados en el Centro de Documentación de la Residencia de Estudiantes. 

2.3. La territarialización de las archivas. lA creacíón de los Archivos Históricos Provin­
ciales. 

Aunque la creación de los Archivos Históricos de Protocolos se produce 
durante el periodo de gobierno republicano16

, no se trata en absoluto de una ini­
ciativa que nace en esos momentos, en realidad se habían ido sucediendo suce­
sivos proyectos de incorporación desde los primeros años de siglo. El objetivo 
era regular los depósitos documentales no dependientes de la administración 
central, depositando toda la confianza de la acción del Estado en el Cuerpo Fa­
cultativo de Archiveros. Las propuestas de los propios archiveros facultativos 
también iban en este sentido, basta un rápido repaso a las comunicaciones de la 
fallida asamblea de archiveros de 1923. 

Uno de sus más anhelados deseos era la incorporación de los archivos mu­
nicipales, además de los eclesiásticos. Sin embargo, tendrán que renunciar tras 
la nula predisposición detectada en las inspecciones llevadas a cabo en la década 
anterior, no quedan dudas sobre la escasa sensibilidad de los ayuntamientos a 
ser partícipes del proyecto, oponiéndose a ceder su patrimonio documental17

• 

Serán los archivos notariales los únicos que facilitan su cesión al Estado, y los 
que finalmente pasarán a integrar los Archivos Históricos Provinciales a partir 
de 1931. 

Una circunstancia que, como es lógico, no se relata en la exposición de 
motivos del decreto regulador, tan solo se hace referencia a la utilidad de este 
"tesoro documental histórico" en la "rectificación y aún formación de las historias locales 
y províncíales", destacando la riqueza de los fondos de protocolos para "perfilar 
la silueta biográfica de muchos españoles ilustres". El mismo decreto obliga a los 
ayuntamientos de las capitales de provincia a facilitar el "local adecuado" y a 

15 NAVARRO TOMAS, T.: Archivo de la palabra: trabajos realizados en 1931. Junta para Ampliación de 
Estudios e Investigaciones Científicas, Centro de Estudios Históricos. Madrid: Imprenta y Editorial 
Hemando, 1932. 

16 Decreto de 12 de noviembre de 1931 disponiendo la creación de los Archivos Históricos Provinciales 
y la incorporación de los Archivos Históricos de Protocolos, de las Audiencias territoriales y del 
Tribunal Supremo al servicio del Cuerpo Facultativo de Archiveros. Ministerio de Justicia )' Minis­
terio de Instrucción Pública y Bellas Artes (Gaceta de 13 de noviembre). Es el origen de los actu11les 
Archivos Históricos Provinciales, durante la República se establece que los protocolos notariales de 
más de cien años se reúnan en estos Archivos y más adelante se amplían sus competencias para 
reunir la documentación judicial, de los Registros de la Propiedad, de las Delegaciones de Hacienda, 
etc. culminando con el Decreto 914/ 1969 por el que se establece que toda la documentación produ­
cida por organismos de la Administración Central en la Provincia se envíe a los Archivos Históricos 
Provinciales. 

17 Un aoálisis de los resultados de las campañas de inspección en: J. CERDA DfAZ.: Los archivos mu­
nicipales en la España Contemporánea. Gijón: Ediciones Trea, 1997, pág. 143-161. Se puede consultar 
una relación de las memorias que se elaboraron en Memorias inéditas sobre archivos españoles. Madrid: 
Dirección General de Archivos y Bibliotecas, 1955. 
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las diputaciones correr con los gastos del traslado. Asimismo, los Archivos de 
las Audiencias Territoriales y del Tribunal Superior de Justicia quedan también 
incorporados, como archivos administrativos, al Cuerpo Facultativo de Archi­
veros. Se da la paradoja que se crean nuevos archivos, se aprueban unas normas 
de organización específicas18

, pero no se amplían las plantillas, los trece archivos 
que se inauguran en el periodo republicano (Almería, Ávila, Ciudad Real, Gua­
dalajara, Huesca, Jaén, Málaga, Palencia, Salamanca, Tenerife, Toledo, Valladolid 
y Zamora) se dejan a cargo, en la mayoría de los casos, de los archiveros de las 
Delegaciones de Hacienda 19. · 

2.4. La protección del patrimonio histórico. Referencias al patrimonio documental. Trans­
ferencia de la gestión de archivos a Cataluña. 

Desde el siglo pasado el Estado había ido adquiriendo conciencia de la im­
portancia de la preservación del patrimonio histórico. A partir de la década de 
los veinte se suceden las disposiciones para la protección del patrimonio, entre 
la que tiene una crucial importancia el Decreto-ley de 1926, por ser el inicio de la 
intervención dfrecta de los poderes públicos en la propiedad privada y de la con­
cepción conjunta y unitaria de los bienes culturales20, con el objetivo final de in­
tervenir "para fijar de una vez y para siempre la riqueza monumental de España al suelo 
de la Nación"21

• Pero hay que esperar hasta 1933 para que se haga una mención 
específica a la protección de los documentos, concretamente en la Ley del Patri­
monio Artístíco Nacional22• 

Al mismo tiempo, Cataluña y el País Vasco, las dos regiones históricas que 
cuentan con el indispensable apoyo de una burguesía industria] y financiera, y 
con unos claros intereses políticos, son las dos comunidades donde claramente 
se capitaliza el patrimonio documental ahora convertido en un auténtico pa­
trimonio político. Tienen el convencimiento de que los archivos son un sólido 
recurso para concienciar a la ciudadanía de su pertenencia a una entidad propia 
y definida, de que existen unos rasgos diferencíadores, una cultura, un idioma, 
y sobre todo una historia común, que legitima sus aspiraciones nacionalistas. 

1
• Inspección General de Archivos. Instrucciones provision¡¡[es pam la ordenada clasificación y catalogación de 

los Archivos Históricos de Protocolos. Madrid: Dirección Cenera) de Bellas Artes 1933. 
19 CORTES ALONSO, V.: Los Archivos Históricos Provinciales (1930-2000). En: Los archivos españoles en 

el siglo XX: Polrticas archivísticas y producción bibliográfica. Madrid: ANABAD, 2006, págs. 73-94. 
20 C. BARRERO RODRIGUEZ: La ordenación jurídica del patrimonio histórico. Sevilla: Instituto García 

Oviedo, 1990, p. 63-67. 
21 Real Decreto-Ley de 9 de Agosto de 1926, para la protección, conservación y acrecimiento de la riqueza artística. 

Posteriormen~ se publica el Real Decreto de 2 de Julio de 1930, regulando la enajenación de obrasartfstícas, 
históricas y arqueológicas, en el que se incluyen los libros, códices y manuscritos. Ya durante la Segun­
da República se estrechan los controles, prohibiendo la enajenación de obras de más de cien años y 
permitiendo su incautación cuando exista peligro para su conservación (Decretos de 22 y 26 de Mayo 
de 1931 y Ley de 10 de Diciemúre de 1931 ). 

22 Una síntesis sobre las actuaciones realizadas durante la 11 República relacionadas con la protec­
ción del patrimonio histórico: Eduardo Huertas Vázquez: La política cultural de la Segunda República 
Española.- Madrid: Ministerio de Cultura, 1988, págs. 138-140, 148-157. Ley de 13 de Mayo de 1933, del 
Patrimonio Arli'stico Nacional, y el Reglamento para su aplicación es de 16 de Abril de 1936. El proyecto 
de una Ley del patrimonio bibliográfico y documental no se llegará a hacer realidad, la contienda 
civil acabó con este y otros proyectos "Arf. 4°. Una ley 5Pecial regulará lo relatiuo a la conservación de la 
riqueza bibliográfica y documental de España, quienquiera que sea su poseedor, siempre que no estén al cuidado 
del Cuerpo Facultativo de Archivos, Bibliotecas y Museos" 
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En especial serán los archivos catalanes los que se verán más favorecidos 
durante la II República. A partir de la aprobación del Estatuto23, la promulga­
ción de leyes específicas para la conservación de su patrimonial', y el traspaso 
de todos los centros de archivos, museos y bibliotecas radicados en territorio 
catalán, con excepción del Archivo de la Corona de Aragón25• La Generalitat, 
con esa única excepción, se hace cargo de la totalidad de los archivos que 
hasta ahora eran gestionados por el Estado, incluidos los de las Audiencias 
y los recientemente creados archivos histórico provinciales (aunque en el 
Decreto los denomina "Archivos histórico-locales"), junto a los disputados 
fondos históricos de las Delegaciones de Hacienda (la mayoría procedentes 
de las extinguidas órdenes monásticas), dejando sus menos valorados fondos 
administrativos a cargo del Cuerpo Facultativo del Estado. 

Se cumplen en su totalidad los preceptos de la constitución de 1931, reco­
gidos en el Estatuto de Autonomía, y la cesión llevada a cabo, aunque efímera por 
la cercanía de la contienda civil, colma las aspiraciones del nacionalismo catalán. 
Es mucho más que una simple cesión de patrimonio, del mismo modo que tras 
la destrucción intencionada de un archivo existe el anhelo de la extinción de una 
ideología o un sistema, el acto contrario es la entrega de documentos, una acción 
que constituye un testimonio explícito de cesión de soberanía, en este caso con la 
legitimación y reconocimiento del triunfo de las tesis nacionalistas. Por último, 
hay que mencionar la aprobación, ya en plena guerra civil, de unas competencias 
similares en archivos al País Vasco26, aunque por la situación de contienda apenas 
pudieron ponerse en práctica. 

2.5. La política de personal. Plantilla y acceso a la profesión. División de especialidades. 
Creación del cuerpo de auxiliares. Reclamaciones salariales: el personal facultativo 
frente al personal docente. 

Una vez descrito el panorama general en el que se desarrolla la política ar­
chivística durante la República, vamos a detenemos en los que estaban llamados 
a protagonizarla, su personal técnico, sus archiveros. Sí volvemos a recurrir a 
las reflexiones de un miembro del Cuerpo Facultativo, Juan Vicens, la situación 
no era de lo más alentadora. Hace referencia a los bibliotecarios pero se pueden 
hacer extensivas a la generalidad de los facultativos, más volcados en la erudi­
ción que en las tareas técnicas de sus centros, y sin prestar la debida atención a 
sus puestos de trabajo: 

"Los bibliotecarios de carrera procedían de la Facultad de Filosofía y Letras y por 
lo general eran socialmente muy reaccionarios, su vocación era sobre todo los trabajos 
de erudición (luiblo de los que tenían amor al trabajo). Al llegar a ser bibliotecarios, su 

23 Ley de 15 de Septiembre de 1932. por la que se aprueba el Estatuto de Cataluña (Gaceta del 21). 
24 Ley de 3 de Julio de 1934, de conservación del patrimonio histórico, artístico y científico de Cataluña. 
25 Decreto de 5 de Octubre de 1934, por el que se pone en vigor el acuerdo de la Comisión Mixta para la implan­

tación del Estatuto de Cataluña, referente al traspaso de los seroicios de Museos, Bibliotecas y Archivos en 
territorio catalán (Gaceta del 6). Un desarrollo normativo que tiene como base el art. 7 del Estatuto. 

26 El Estatuto del País Vasco es aprobado por la Ley de 4 de Octubre de 1936, con una estructura parecida 
a la del Estatuto catalán, atribuyéndole competencias exclusivas en materia de Archivos, Bibliotecas 
y Tesoro Artístico (art. 4°), tal como se recoge en el art. 16 de la Constitución. 
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ideal era ser destinados a alguna biblioteca repleta de libros antiguos, donde nadie les 
Juera a importunar, donde poder dedicarse con toda tranquilidad a sus investigaciones 
eruditas o a la siesta. El pensamiento de trabajar en una bíblioteca popular les colmaba 
de horror. Los que no podían librarse de una de ellas buscaban la manera de estar en la 
biblioteca lo menos posible, lo que les permitfa impartir cursos en colegios religiosos. De 
esta manera, con frecuencia, el verdadero bibliotecario era el conserje"27 

Pero Jo cierto es que, dejando de lado esa sensación de cierto abandono profe­
sional, en el que evidentemente había notorias y conocidas excepciones28

, perma­
necía intacto su espíritu reivindicativo. Tanto es así, que apenas había transcurrido 
un mes desde la proclamación de la República, y nos encontramos que la primera 
disposición relacionada con archivos es la autorización de la celebración de una 
asamblea del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos29

• Curiosamente 
la República se inicia con una Asamblea y la siguiente en celebrarse será precisa­
mente pocos días antes del golpe militar de julio de 1936, las dos asambleas parecen 
reflejar el inicio y el cierre de un ciclo. 

La petición para su celebración había sido cursada por 64 funcionarios del 
Cuerpo, poco más de una cuarta parte de la plantilla, y se encarga su organiza­
ción a los directores del Archivo Histórico, Biblioteca Nacional y Museo Arqueo­
lógico. La Asamblea se celebra finalmente del 7 al 14 de diciembre de 1931 y tiene 
como objeto esencial estudiar la reforma de servicios y las funciones técnicas del 
Cuerpo. 

Tras los debates de la Asamblea que, en cierto modo, son continuación y 
desarrollo de la convocada pero no celebrada Asamblea de 192330, se publican las 
conclusiones31• Son tratadas las siguientes cuestiones generales: 

1.- Ingreso en el Cuerpo y organización de las prácticas 

2.- División del Cuerpo en secciones. Normas para la especialización 

3.- Régimen de concursos y traslados 

4.- Organización de la Junta del Cuerpo 

5.- El Cuerpo Auxiliar. Conveniencia y normas para su creación 

6.- Organización de la inspección técnica 

7.- Edificios y locales 

8.- Reorganización de la Revista de Archivos, Bibliotecas y Museos 

9.- Creación de una Asociación profesional 

10.-Carné de Identidad 

v Juan B. Vicens de la Llave, ob. cil 2 

28 Por ejemplo, la conocida archivera María del Carmen Pescador del Hoyo obtuvo el puesto n" 13 en las 
primeras oposiciones celebradas en la República (se publican el 16-08-1931), con una larga e intensa 
trayectoria llegó incluso a realizar una pionera aportación sobre el uso de las nuevas tecnologías: 
"Aplicación de la Informática a los fondos de Archivos españoles", en Boletín de ANABAD, XXVI, nº 
1-2, pp. 53-59. (1976). 

2• Orden autorizando la celebración de una asamblea del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos. 
Ministerio de Instrucción Publica y Bellas Artes (Gaceta del 20-05-1931). 

30 Comunicaciones enviadas para fa Asamblea del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos. Madrid: 
Revista de Archivos, Bibliotecas y Museos, 1924. 

42 1 REVlSTA o' ARXlUS 2005-2006 



Además, se recogen los aspectos específicos de archivos que consideran 
urgente solucionar: 

l.- Archivos Históricos. Regulación de ingresos. Propuesta de modificación 
del Reglamento de 1901. 

2.-Archivos Administrativos. Aprobación de normas de clasificación y cata­
logación de los Archivos de los Ministerios, General de Alcalá, Delegaciones de 
Hacienda e Histórico Provinciales. 

3.- Incorporación de archivos de protocolos y de oficios enajenados de la 
Corona que estén en poder de particulares 

4.- Ofrecimiento de los funcionarios del Cuerpo para dar cursillos de catalo­
gación a alumnos de centros superiores de enseñanza 

CONCLUSIONES 

AJ>II.OllADAS PAR.A SU E.U.VACIO~ 

AL SE.ROR MINISJ'RO Of. INSTRUC­

CIÓN POIILlCA Y l>E.Ll.AS ARTE..S. 
POR LA ASAMl>LE.A O!!;L CUERPO 

DE. AR.CHI~OS. llrBLlOTl'!:CAIUOS 
Y ARQUEÓLOGOS. CELEBRADA E:N 
~RID DURANT,: LOS DÍA.S • AL 

,s Dt:. tllCll':.MllRl". Dt:. •~'1. 

utW1lEM"'C'A 'O&. Q.UO aJ.u; 
•AMlN ... ••ttoa. 1-:l.,. l 

5.- Creación en el Archivo 
Histórico Nacional de una Oficina 
de Información de fondos de los 
archivos españoles, un Gabinete 
Fotográfico (extensivo al resto de 
archivos generales) y una colección 
de fotocopias de documentos exis­
tentes en otros archivos. 

6.- Consignación económica 
para viajes al extranjero para in­
ventariar fondos documentales 
españoles, así corno para estudiar 
modelos de organización y el fun­
cionamiento de los talleres de res-
tauración y conservación de docu­
mentos. 

7.-TrasladodelArchivoGeneral 
de Simancas a Madrid "para formar, 
con sus fondos y con los del actual 
Archivo Histórico Nacional, el gran 
Archivo Histórico Español". Además 
de hacer gestiones con el gobierno 

francés para la devolución de antíguos fondos procedentes de Simancas. 
Como vemos, se trata de una pormenorizada relación de reivindicaciones, 

algunas de ellas de plena actualidad 32• Sí nos puede llamar la atención, por sor­
prendente, la propuesta de desaparición de un archivo tan emblemático como 
Simancas (data de 1540 y cuenta con uno de los primeros reglamentos de archivos 
del mundo, de 1588), aunque era un destino laboral no muy solicitado por las 

30 Comunicaciones enviadas para }a Asamblea de} Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos. Madrid: 
Revista de Archivos, Bibliotecas y Museos, 1924. 

31 Conclusiones aprobadas para su elevación al señor Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes por la 
Asambleíl del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos, celebrada en Madrid durante los días 7 al 15 
de diciembre de 1931. Madrid: Imprenta de Galo Sáez, 1932. 

32 Por ejemplo ya se plantea la rnodificaciórl del Reglamento de 1901, que sigue vigente en la actualidad 
después de transcurrido más de un siglo de-sde su aprobación: Decreto de 22 de noviembre de 1901, por 
el que se aprueba el Reglamento de Archivos del Estado. (Gaceta de Madrid, 26 de noviembre de 190:)-
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dificultades de comunicación, todo lo contrario que los puestos radicados en 
Madrid. Hecha esta salvedad, la casi totalidad de las reivindicaciones se fueron 
recogiendo en las disposiciones que fueron aprobadas en los meses y años si­
guientes, un signo de la buena predisposición de los diferentes gobiernos de la 
República. Incluso se recoge en la introducción de la publicación que el Ministro 
de Instrucción Pública "prometió tener muy en cuenta las conclusiones en la redacción 
de un Decreto orgánico que prepara", y ciertamente así fue. 

Apenas habían transcurrido cinco meses de la celebración de la Asamblea, en 
mayo de 1932, y se publica un completo decreto regulando las funciones, tareas y 
organización del Cuerpo Facultativo33

• Son tres los objetivos que se marca: 
• Simplificación y facilidad de los servicios en relación con el público. 
• Especialización técnica en cada una de las ramas. 
• Fomento de la publicación de los instrumentos de descripción y estudios 

de investigación. 
En lo que se refiere a la política de personal tenemos por tanto una primera 

novedad, la especialización en el acceso, las pruebas que hasta ese momento eran 
comunes se separan por especialidades, por lo que, presumiblemente, se tendría 
unas mayores garantías de cualificación en el acceso a la profesión. En su art. 14 
se recoge que "el ingreso en el Cuerpo se hará mediante oposiciones independientes y 
distintas según se aspire a alcanzar el cargo de Archivero, Bibliotecario o Arqueólogo". 
Para el ingreso en el Cuerpo es necesario superar una primera parte de ejercicios 
y una segunda "trabajos prácticos, cursos y estudios de investigación". 

Además, en el mismo Decreto, se intenta sentar las bases para una coordina­
ción, control y supervisión de los trabajos en los centros, creando en el Archivo 
Histórico Nacional una "oficina consultiva e informativa y de coordinación de 
trabajos". También se reorganiza la Junta Facultativa del Cuerpo, con una im­
portante labor como órgano consultivo del Ministerio y que tendrá su regulación 
específica34, y que ya en los primeros meses de la República, y tras la dimisión 
de todos sus miembros, había sufrido una profunda reorganización35

• Estaba 
integrada por vocales natos y electivos, entre los que estaban representados 
miembros del Cuerpo Facultativo. Por último, se regulan las visitas de inspección 
a los centros, por cierto que las actas y memorias de los inspectores son una exce­
lente materia prima para conocer de primera mano el estado real de los archivos, 
es el caso de las ya citadas campañas de inspección de la década de los veinte. 

Al año siguiente se regula el procedimiento de acceso al Cuerpo36
• En la opo­

sición se deja entrever el incuestionable peso de la formación y erudición his­
tórica, en detrimento de las materias puramente archivísticas, casi inexistentes, 
exceptuando los ejercicios prácticos de catalogación. En cualquier caso, no parece 

33 Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes. Decreto de 19 de mayo de 1932, regulando la estruc­
tura, funciones y organización del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos (Gaceta de 21 
de mayo 1932). 

" Ley de!erminando cómo estará constituid,:¡ la Junta facultativa del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Ar­
queólogos. Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes (Gaceta del 20-11-1932) 

35 Decreto disponiendo que la Junta facultativa del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólo­
gos esté constituida por las personas que se indican. Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes 
(Gaceta del 01-07-1931). 

36 Decreto aprobando el Reglamento de oposiciones al Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueó­
logos. Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes (Gaceta de 7 de junio de 1933). 
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una oposición nada sencilla. Se dividía en dos fases, con un total de diez ejerci­
cios, separados por un curso de formación profesional de seis meses: 

Primera fase: 
1.-Traducción de un texto latino 
2.- Transcripción de tres documentos escritos en letras visigoda, francesa y 

procesal 
3.- Desarrollar tres temas, en cuatro horas, sacados entre sesenta, de: Geo­

grafía histórica de España hasta el siglo XIX, Historia antigua y medieval de 
España y Historia Moderan de España y América 

4.- Traducción de dos textos, uno en francés y otro elegido entre alemán o 
inglés 

5.- Desarrollar dos temas, en tres horas, sacados entre veinte, de Historia del 
Arte y Literatura de España 

6.- Examen de un documento de los siglos XVI al XVIII, sin dificultades de 
interpretación, "en él los opositores explicarán la calidad del documento, su importancia 
histórica, cuestiones que con él puedan explicarse o aclararse y cuanto sea necesario para 
demostrar su cultura y preparación". 

Posteriormente, los aprobados recibían un "cursillo de formación profe­
sional" de seis meses en la que ya aparecen contenidos propiamente archivís­
ticos: Paleograña, Diplomática, Catalogación, Historia de las Instituciones, Ar­
chivología, Sigílografía y Pericia Caligráfica 

En la segunda fase se abordaban ejercicios prácticos de transcripción y ca­
talogación, sumando la notable cifra de 21 horas de oposición en varios días su­
cesivos: 

1.- Transcripción y comentario de tres documentos en letras diferentes y, im­
portante apreciación, en castellano, catalán y gallego. 8 horas 

2.- Catalogación de un cartulario medieval. 5 horas 
3.- Catalogación de cuatro expedientes y dos documentos de la edad 

moderna. 4 horas 
4.- Catalogación de tres sellos: real, eclesiástico y municipal. 4 horas 
Además de la división en secciones del Cuerpo Facultativo otra aparente 

novedad es la creación del Cuerpo de Auxiliares37, así se ha publicado en repe­
tidas ocasiones, aunque no es del todo cierto, en décadas anteriores se habían 
realizado convocatorias para plazas de Auxiliares de Archivos, Bibliotecas y 
Museos38• La particularidad de la convocatoria de 1932, además de su curiosa 
redacción, pueden tomar parte "todos los españoles, varones o hembras", (todavía 
se hace necesaria esa especificación, aunque no aparece en la de facultativos), y 
se reseña las funciones que van a desempeñar "será este Cuerpo auxiUar cerca del 
facultativo su complemento natural, en noble emulación e íntima cooperación en elevados 
trabajos de gloriosa tradición en nuestra Patria, pletórica de riquísimas canteras explo­
tadas muchas, pero no agotadas". Como es lógico, los ejercicios de la oposición son 

:n Orden convocando a oposición para proveer 30 plazas de Auxiliares del Cuerpo facultativo de Archi­
veros, Bibliotecarios y Arqueólogos. Mirusterio de Instrucción Pública y Bellas Artes (Gaceta de 21 de 
abril de 1932). 

38 Real orden disponiendo que la provisión de las plazas de Auxiliares de Archivos, Bibliotecas y 
Museos se ajuste á las disposiciones por que se rigen los empleados administrativos. Mirusterío de 
Instrucción Pública y Bellas Artes (Gaceta del 2 de enero de 1911). 
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sensiblemente inferiores a los de facultativo, tres pruebas, entre ellas una de me­
canografía y desarrollar tres temas relacionados con su trabajo. Poco a poco se 
fueron dotando plazas de auxiliares llegando en 1935 a la cifra de 47 auxiliares de 
archivos, bibliotecas y museos, de los que 21 estaban destinados en archivos. 

Para concluir el apartado dedicado a la política de personal vamos a comentar 
unos interesantes datos estadísticos sobre los salarios del Cuerpo Facultativo en 
relación a los salarios e incrementos retributivos del personal docente, durante el 
periodo de república. Los datos proceden de las conclusiones aprobadas en la II 
Asamblea del Cuerpo Facultativo, en junio de 193639

• 

CUADRO COMPARATIVO ENTRE PERSONAL DOCENTE 
Y FACULTATIVOS - Crecimiento de Plantilla 

Personal 1931 1935 Diferencia 
(plantilla) 

Primera Enseñanza - Maestros 36.680 47.674 10.994 

Primera Enseñanza - Inspectores 207 377 170 

Secundaria 685 839 154 

Facultativos Arch., Bibl. y Museos 282 298 16 

CAPÍTULO DE PERSONAL. 
AUMENTOS PRESUPUESTARIOS: 1931-1935 

Personal 1931 1935 Diferencia 
(pesetas) 

Primera Enseñanza - Maestros 115.955.500 193.557 .000 77.601.500 

Primera Enseñanza - Inspectores 1.636.500 2.594.000 957.500 

Secundaria 5.470.000 7.092.000 1.622.000 

Facultativos Arch,, Bibl. y Museos 2.247.500 2.353.500 106.000 

IV 
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% 

+30% 

+82% 

+22% 

+5,6% 

% 

+66% 

+58% 

+29% 

+4,7% 

'"' Asamblea del Cuerpo Facultativo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos, celebrada en la Biblioteca Nacio­
nal, dd 28 al 30 de junio de 1936. Conclusiones aprobadas y plan para la próxima reunión. Madrid: 1936. 
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Los datos son meridianamente claros y apuntan a lo que parece una evi­
dencia. Sin dejar de valorar la política archivística durante la etapa republicana, 
las prioridades y esfuerzos presupuestarios se centraron en otros objetivos que 
eran más urgentes, como es el mundo educativo, el eje de todas las políticas cultu­
rales. Y no sólo se refleja en las nóminas, también en el número de plazas creadas, 
mientras que en enseñanza primaria se multiplicaba por seis en Archivos y Bi­
bliotecas la plantilla se mantuvo prácticamente estable. 

En el siguiente cuadro hemos recogido las diferentes plantillas de 193040, 

193541 y 194442
, y poder analizar así la evolución del antes, el durante y el después 

de la República. Nos ha sido imposible diferenciar las plazas de las diferentes 
especialidades ya que muchas de las de provincias se seguían ocupando tanto de 
la Biblioteca como del Archivo, sí se han desglosado las de archivos generales y 
regionales. 

Evolución de la plantilla del Cuerpo Facultativo 1930 1935 1944 
ARCHIVOS GENERALES 

Archivo Histórico Nacional 12 13 10 

Archivo Central de Alcalá de Henares 4 4 -
Archivo General de Simancas 4 4 5 

Archivo General de Indias 6 6 6 

ARCHIVOS REGIONALES 

Corona de Aragón 4 4 5 

Valencia 4 4 2 
Galicia 2 2 2 

Mallorca 1 1 1 
Chancillería de Granada 1 1 1 

Chancillería de Valladolid 2 2 2 

OTROS ARCHIVOS 
Administración Central 14 

Delegaciones de Hacienda 46 

Archivos Históricos Provinciales 19 

Archivos Judiciales 9 

Total Archivos 110 

Facultativos Archivos, Bibliotecas y Museos 2.82 298 311 

•
0 Real orden fijando las planhllas de distribución del personal del Cuerpo facultativo de Archiveros, 

Bibliotecarios y Arqueólogos. Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes (Gaceta de 4 de julio 
de 1930). 

41 Escalafón del Cuerpo Facultativo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos totalizado en 31 de octubre de 
1935. 

42 Orden por la que se reforma la plantilla de personal facultativo de los Centros del Cuerpo de Archi­
veros; Bibliotecarios y Arqueólogos. Ministerio de Educación Nacional. (Gaceta de 1 de julio de 1944). 
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En lo que se refiere a la plantilla de auxiliares, contamos con los datos de 
1935, como antes se citaba un total de 21 personas, que se suman a los aproxi­
madamente 120 facultativos de archivos para llevar toda la gestión de la red de 
archivos estatales. Como observamos no estaban presentes en todos los centros, 
recayendo en esos casos todas las tareas del archivo en los miembros del Cuerpo 
Facultativo: 

Plantilla de Auxiliares de Archivos, 
Bibliotecas y Museos 1935 

ARCHIVOS GENERALES 

Archivo Histórico Nacional 3 

Archivo Central de Alcalá de Henares -

Archivo General de Simancas 2 

Archivo General de Indias -

ARCHIVOS REGIONALES 

Corona de Aragón 1 

Valencia -

Galicia -
Mallorca 1 

Chancillería de Granada 1 

Chancillería de Valladolid -

OTROS ARCHIVOS 

Administración Central 1 

Delegaciones de Hacienda 4 

Archivos Históricos Provinciales 6 

Archivos Judiciales 5 

Total Auxiliares destinados a centros de archivo 21 

Auxiliares de Archivos, Bibliotecas y Museos 47 

Si tuviéramos que resumfr la situación que percibimos es que la enseñanza 
vivió una verdadera revolución, las bibliotecas también notaron vientos de 
cambio y en lo que respecta a los archivos paree~ que quedaron muchas tareas 
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pendientes, en los breves cinco años de República hubo otras prioridades. Apenas 

hubo más inversiones y casi no se crearon nuevas plazas (salvo las de auxiliares), 

parece apreciarse más el cambio en el espíritu que vivieron que en las acciones 

que pudieron acometer. 

2.6. Archivos y archiveros municipales 

Es una cuestión que se suele olvidar, no todos los archiveros eran archiveros 

de la administración central ¿Cómo transcurre la vida de los archivos y archi­

veros municipales? La reforma de la administración local era una cuestión per­

manentemente objeto de debate político. La discusión del proyecto de ley muni­

cipal de la República se pospone hasta febrero de 1935, como consecuencia de la 

prioridad dada a otros proyectos como el de reforma agraria. Todas las fuerzas 

políticas coinciden en la necesaria autononúa y espíritu democrático de los mu­

nicipios, y es muy discutida por considerarla un retroceso respecto al Estatuto de 

Calvo Sotelo, en el que está inspirada, por no mantener el grado,de autonomía y 

municipalismo presente en la norma de la dictadura. 
Finalmente la ley es aprobada, sin aportar nada nuevo referente a la auto­

nomía municipal, pero dejando claro las competencias de los ayuntamientos en 

la protección del patrimonioº, y en el aspecto funcionarial abre la posibilidad 

de la creación de plazas de personal facultativo y técnicos especiales, "de manera 

análoga al de los Secretarios e Interventores, nombrados y elegidos por los municipios", 

de modo implícito ofrece la posibilidad de instituir el Cuerpo de Archiveros Mu­

nicipales, y que podrían ser formados en la Escuela de Funcionarios de la Admi­

nistración Local, que se prevé en el artículo 198. Otra novedad, y en línea con la 

ley catalana, es las competencias municipales en "instrucción y cultura, museos, 

monumentos arUsticos e históricos". Una ley progresista, moderna y democrática, 

heredera del intenso municipalismo vivido en el primer tercio de siglo, y que 

ahora es necesario articular nuevamente englobando las necesidades e intereses 

de nacionalismos y regionalismos. 
En cualquier caso, la propia falta de identidad de la profesión hace difícil 

fijar unos criterios de lo que entendemos por "Archivero Municipal", no es sim­

plemente la persona que tiene a su cargo el archivo Si fuera así, en la práctica 

totalidad de los municipios algún funcionario, en mayor o menor medida, se 

encarga de ello, sea el Secretario u otro empleado. Ni tampoco es archivero el 

erudito o aficionado que, con el consentimiento del concejo, se distrae revisando 

y ordenando los documentos de su ciudad. 
El problema es que es con mucha frecuencia estos perfiles son los que encon­

tramos en gran número de ayuntamientos, y bajo la denominación de archiveros, 

por lo que cualquier intento de recuento será siempre impreciso. El rasgo que 

define a estos archiveros es su heterogeneidad, el único denominador común 

es su exclusiva dedicación a los documentos históricos, y especialmente a ]os 

medievales. Su primer contacto con el archivo es en calidad de investigador, y 

" Ley Municipal de 31 de Octubre de 1935, obliga a los ayuntamientos a cuidar del "ornato y embelleci­

miento de IR población, as( romo la conservación de su cardcter y de sus monumentos art(sticos o históricos, 

procurando que a sus exigencias se •ajusten las nuevas construcciones" 
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acaban dedicándose a su clasifica­
ción y descripción, y con el criterio 
preferente de dedicarse a recuperar 
la historia de 1a localidad, más que 
a tareas propiamente archivísticas. 
Su perfil profesional puede ir desde 
el "erudito rebuscador local", fre­
cuentes en Jos municipios de menor 
entidad, hasta el profesor universi­
tario o de enseñanzas medias. 

Las situaciones son diversas, 
los archiveros tampoco suelen tener 
una situación estable y suelen sufrir 
las consecuencias de la inestabilidad 
política y de los vicios del sistema, 
como Domingo Uriel, archivero de 
Líria que desempeña el puesto de 
modo intermitente ya que "su nom­
bramiento está a merced de los cambios 
políticos"4-I_ 

Además con frecuencia no existe 
una vinculación laboral con la administración, son abundantes las referencias 
sobre personas que en determinado momento "arreglan el archivo". 

Estos casos son sólo excepciones, el perfil más común es por ejemplo el de 
Utiel (Valencia} que "comenzó a ordenarse por un entusiasta aficionado a los estudios his­
tóricos, hijo de Utíel, dejando la documentación moderna al Secretario"45· Entusiastas afi­
cionados que encuentran en el archivo un lugar idóneo y cercano para satisfacer su 
curiosidad por el pasado, solo en los grandes municipios podemos encontrar ver­
daderos profesionales. Desprecian los documentos administrativos, y si su actua­
ción es tarea temporal los documentos más atractivos suelen acabar en sus propios 
domicilios para "un estudio más pormenorizado", como en Enguera (Valencia), donde 
un cronista se lleva todos los documentos para hacer una historia de la ciudad, y no 
vuelven a saber nada ni del cronista ni de ninguna publicación sobre su pueblo46, 
unas actuaciones que también explican la proliferación de las colecciones privadas 
de documentos. Naturalmente que no siempre las actuaciones de eruditos y aficio­
nados a la historia concluía con la desaparición de documentos, pero en general 
tenfan como objetivo prioritario servirse del archivo para sus propias investiga­
ciones, más que pretender realmente poner en marcha el servicio de archivo. 

Otra variante son los funcionarios municipales, generalmente dependientes 
de Secretaría, que son destinados o se ofrecen voluntariamente para trabajar en 
el archivo por su afición a la historia. No siempre con resultados alentadores, 
ya que en ocasiones son los principales sospechosos de la desaparición de do-
.. AHN. Secretaría. Caja 11. Año 1925. Memoria de los archivos no incorporados de la provincia de Valencia. 
' 5 AHN. Secretaría. Caja 11. Año 1925. Memoria de los archivos no incorporados de la provincia de Valencia. 
46 AHN. Secretaría. Caja 11. Año 1925. Memoria de los archivos no incorporados de la provincia de Valencia. 
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cumentos, como en el caso de Orihuela, un archivo "expoliado por aficionados a la 
historia, con cargos en Secretaria y Archivos del Ayuntamiento"47

• 

Un mundo plural el de los archivos de los municipios. Todo tipo de gentes 
y toda clase de situaciones. Farmacéuticos, vicarios, maestros, abogados ... , con 
el único elemento común de su vinculación al mundo de las letras y las humani­
dades. Suelen contar con otros cargos y ocupaciones, y darse curiosas situaciones, 
como la del archivero honorario de Játiva, el archivero traslada su domicilio al 
archivo: "tiene su cuarto junto al archivo, para su mejor servicio", y con este grado de 
implicación no es de extrañar que el archivo "está abierto todos los días y a todas las 
horas"48• Unas circunstancias que son más frecuentes en ciudades de población 
media, cabeceras de comarca, la cualificación y sobre todo la dedicación exclu­
siva al archivo se produce en las ciudades más importantes y en las capitales de 
provincia, plazas que además suelen cubrirse con unos criterios de selección y 
mediante convocatoria pública. Aunque los puestos de archivero municipal con 
frecuencia se comparten con el de bibliotecario. 

Pero en unos y otros archivos, sus responsables se dedican más a la erudi­
ción que a la archivística, son el fiel reflejo de sus colegas del estado, los que han 
marcado desde el siglo anterior las pautas del trabajo en archivos. Siguen y con­
tinúan esa tradición, los fondos administrativos los consideran de valor secun­
dario (quedando a cargo de los secretarios municipales) y se centran únicamente 
en los documentos históricos. Tanto es así que una gran parte de ellos unen a su 
condición de archivero, la de cronista de la ciudad, nombramiento que incluso en 
ocasiones va unido al del propio puesto de archivero. 

3. Archivos en guena. Protección y destrucción del patrimonio documental 

3.1. La protección del patrimonio documental. La Junta de Incautación. El Consejo 
Central de Archivos, Bibliotecas y Tesoro Artístico 

El estado de guerra, la escasez de medios y efectivos, y las dificultad de 
someter los poderes revolucionarios al poder central, hacían muy difícil dirigir 
unas actuaciones de carácter global en todo el territorio republicano. En las 
primeras semanas de contienda las organizaciones obreras asumen todas las com­
petencías de gobierno en numerosas ciudades, centradas en preparar la defensa 
frente al enemigo, y sin responder a la autoridad del Estado. En la práctica tota­
lidad de las provincias republicanas aparecen Comités con poderes ejecutivos, 
el Comité Central de Milicias en Cataluña, el Comisariado de Defensa en el País 
Vasco, el Comité Antifascista de Castellón o la Junta de Defensa de Madrid49

• Par­
tiendo de esta situación, la mayoría de las intervenciones para la protección o re­
cuperación de archivos estuvo muy condicionada por el grado de concienciación 

• 1 AHN. Secretaría. Caja 13. Año 1922. Respuestas al cuestionario remitido a las provincias por Real 
Orden d e 20 de Diciembre de 1922 . 

.. AHN. Secretaría. Caja 13. Año 1992. Respuestas al cuestionario remitido a las provincias por Real 
Orden de 20 de Diciembre de 1922. 

•• José A. Piqueras Arenas: "Estado y poder en tiempo de guerra".- En: Debats.-15 (Marzo 1986), p. 14-
18. 
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de los archiveros de cada una de las zonas, más que por las directrices concretas 
de los diferentes gobiernos. 

Como todo estado en guerra, las primeras actuaciones del gobierno repu­
blicano van dirigidas, además de a la salvaguarda del patrimonio, a las depura­
ciones de funcionarios. A los pocos días de la sublevación militar el gobierno de 
la República acuerda la "cesantía de todos los empleados que hubieran tenido partici­
pación en el movimiento de subversión o fueran notoriamente enemigos del régímen"50 

Según la apreciación (no contrastada en un estudio de investigación) de Justo 
García Morales, director del Centro del Tesoro Documental y Bibliográfico entre 
1972 y 1984, una tercera parte de los miembros del Cuerpo Facultativo fueron 
cesados, un proceso que también hay que interpretar en el contexto de reorgani­
zación interna que sufre el Ministerio51• 

"' Decreto de 21 de julio de 1936. Gaceta de Madrid de 22 de julio de 1936. A los pocos días se amplía 
el Decreto aprobando un cuestionario que deberían responder todos los funcionarios indicando su 
pertenencia política y su grado de colaboración en la lucha contra el movimiento faccioso (Gaceta de 
Madrid de 30 de septiembre de 1936). Lo cierto es que, con cierta frecuencia, aparecen publicadas en 
la Ga~ta de la República la separación del servicio de numerosos funcionarios, por ejemplo en la del 
20 de julio de 1937 se recoge la de tres facultativos y tres auxiliares. 

51 La información es recogida por P. LÓPEZ GÓMEZ: "Política archivística en acción: ingresos y des­
trucciones en los archivos históricos del Estado (1931-2004)". En: Los archiuos españoles en el siglo 
XX: Políticas archiu(sticas y producción bibliogrdftca. Madrid: ANABAD, 2006, págs. 17-66. Un proceso 
que se repite miméticamente en el otro sector, las depuraciones de funcionarios también comienza 
ll re¡,Jizarse a partir de 1936 en los territorios sublevados, alcanzando especial virulencia a partir de 
1939. 
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Para intentar frenar la oleada de incautaciones y acciones de violencia que se 

suceden en los primeros días de la contienda las autoridades republicanas crean 

en julio de 1936 una Junta, posteriormente denominada "Junta de Incautación y 

Protección del Tesoro Artístico" y adoptar las medidas "para la mejor conservací6n 

e instalación y traslado provisional a los Museos, Archivos o Bibliotecas del Estado de 

cuantos objetos de arfe, históricos o cíen tíficos se encuentren en los palacios ocupados, ... y 

permitan su conocimiento por el pueblo para su mayor educación y cultura"51• En otra 

disposición posterior se especifica que entre estos objetos se incluyen los "bienes 

de interés histórico o bibliográfico"53- es decir documentos o libros que se pueden 

incautar en caso de peligro de desaparición o deterioro. Es designado como res­

ponsable el bibliotecario Antonio Rodríguez Moñíno, que centra su actuación en 

reunir los fondos bibliográficos de los palacios incautados en la capital madrileña 

en la Biblioteca Nacional y Archivo Histórico Nacional54• 

En muchas ocasiones la ocupación iba acompañada del incendio o destruc­

ción de mobiliario, incluidos sus archivos, que interpretan como símbolos de los 

poderes que han atentado contra la República. Una dinámica que ya se había 

desarrollado, aunque en menor medida, en 1917, 1931, o 1934, y en todos los 

periodos revolucionarios y conflictos bélicos55. La carencia de medios de la Junta 

limitaba sus posibilidades de actuar a la propia ciudad de Madrid, con la excep­

ción de los archivos parroquiales de varios pueblos de la región que son recogidos 

a finales de 1937. Por tanto, la actuación de la Junta de Incautación además de no 

tener incidencia en el resto del territorio peninsular, tampoco podía actuar sobre 

la mayoría de los depósitos documentales. Es un momento donde la actuación 

de los poderes revolucionarios se deja sentir en el gobierno de los municipios, no 

siguiendo siempre las directrices de la administración republicana. 

Son frecuentes las referencias a destrucción de documentos administra­

tivos, de contabilidad, libros de actas, padrones y registros fiscales, registros de 

la propiedad y fondos judiciales, todos con el mismo objeto de hacer desapa­

recer pruebas documentales, los documentos que se consideran testimonio de 

derechos y actuaciones que es necesario destruir56
• Es la coyuntura en la que 

hay que entender un decreto ordenando que los registros parroquiales pasen a 

ser custodiados en los registros civiles ya que se estima que "corren peligro por 

52 Decreto de 23 de Julio de 1936 
S3 Decreto de 1 de Agosto de 1936 
" José Álvarez Lopera: La poHtica de bienes culturales del gobierno republicano durante la guerra civil es­

pañola.- Madrid: Dirección General de Bellas Artes, Archivos y Bibliotecas, 1982, vol. H, p. 131-134. 

Esta sección de la Junta funcionó de modo casi autónomo, con muy pocos medios, una camioneta 

pequeña, dos facultativos, cuatro administrativos y veinte subalternos, que en el corto espacio de dos 

años depositan 1.200.000 volúmenes en la Biblioteca N¡icional y 60 archivos familiares, parroquiales, 

de conventos y colegios religiosos en el Archivo Histórico Nacional. 
55 Ejemplos próximos tenemos en el tiempo en los conflictos de los Balcanes, lrak y Oriente Medio. El 

móvil de estas actuaciones incendiarias es exactamente igual, se trata d e un ritual elemental, que 

responde a unos parámetros culturales ancestrales, la utilización del fuego corno agente liberador 

de los s ímbolos del poder, y que hay que interpretar desde el postulado revolucionario que pretende 

destruir los símbolos del poder político al que se enfrentan. 
"' Por ejemplo, la prensa catalan3 recoge numerosos hechos de este tipo en julio de 1936, destrucción de 

registros civiles, incendio de los archivos de la Compañía de Tranvías de Barcelona, y la de algunos 

archivos de primera instancia O- E. ZAMORA i ESCALA: "La presl!ncia deis documents i els arxius a 

la premsa durant la guerra civil espanyola (1936-1939)''. Uigall, 21 (2003), pág. 109-124). 
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razón de abandono, pérdida o extrav(o "57• Una medida que tendrá su continuación 
con el traspaso de los Registros Civiles, con sus archivos parroquiales incluidos, 
a los ayuntamientos58• El mismo caso de pérdida y deterioro se produce en los 
archivos del Registro de la Propiedad, la generalización de las destrucciones hace 
intervenir al gobierno para regular la forma de realizar las nuevas inscripciones59

• 
Un procedimiento similar se sigue para la reconstrucción de los documentos no­
tariales "dado el elevado número de siniestros ocurridos en este periodo excepcional de 
la vida del pa(s"f,/J. 

De este modo, los fondos administrativos de los archivos parroquiales, 
de gran valor por ser los únicos registros civiles existentes anteriores a 1870, 
pasarían al archivo municipal, y los fondos históricos quedarían bajo la juris­
dicción del Ministerio, manifestando una escasa confianza en los gestores muni­
cipales. Esta medida que intentaba salvaguardar unos archivos que estaban en 
continua amenaza era difícil hacerla efectiva, por la complejidad de la división de 
los fondos y sobre todo por la falta de operatividad de los órganos ministeriales 
para llevarla a cabo, aunque sí hemos podido constatar algunas confiscaciones 
que incluso alcanzan a documentos munícipales61

• 

La Junta de Incautación tuvo también que intervenir para sustituir libros 
que eran utilizados como parapetos en las trincheras de la ciudad universitaria, y 
con mucha más frecuencia para intentar evitar un hecho que se repetía constan­
temente, la venta generalizada de archivos a las papeleras para fabricar pasta de 
papel. Las ediciones de prensa y propaganda eran prioritarias, y las existencias 
de papel muy limitadas, por lo que bajo el calificativo de "inservible" se trituraban 
gran cantidad de archivos generalmente sin haber sufrido ningún proceso de se­
lección previo. La falta de papel era una necesidad generalizada, por ejemplo en 
Madrid se prohibe la salida de papel de la ciudad para poder asegurar la conti­
nuidad de la publicación de la prensa62• Los mismos problemas tiene el gobierno 
de Burgos que publica varias disposiciones pidiendo colaboración a los ciuda­
danos en la recogida de papel, incluso pidiendo que " después de lerdos y cumplida 

57 Orden de 28 de agosto de 1936 (Gaceta de Madrid de 29 de agosto de 1936). 
58 Decreto del 9 de enero de 1936 por la que se transfieren los servicios del Registro Civil a los Ayunta­

mientos (Gaceta de Madrid de 12 de enero de 1936). Una actuación no suficientemente meditada que 
acarrea graves problemas como que "con frecuencia los Alcaldes se han creído investidos de facul­
tades para autorizar la celebración de matrimonios, función propia de los jueces municipales", como 
señala el decreto que reinstaura el funcionamiento de los Registros Civiles, conforme a lo dispuesto 
en la Ley de 1870 (Gaceta de la República de 29 de juruo de 1937). 

59 Orden de 21 de octubre de 1937 (Gaceta de la República de 22 de octubre de 1937) 
60 El Ministerio de Justicia dispone la forma de acometer las "diligencias de reccmstrucción instruidas a 

instancia de parte, dentro de los expedientes de reconstrucción general", a través de la denominada 
"acta de notoriedad". Orden de 21 de septiembre de 1938 (Gaceta de la República de 24 de septiembre 
de 1938). 

61 En la pequeña villa serrana de Ayna (Albacete) el documento más preciado del archivo municipal, la 
Carta de Privilegio otorgando el título de villazgo, es incautada por la Comisión Provincial del Tesoro 
Artístico Nacional el 23 de Mayo de 1937 (AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 3828. Año 1940. 
Infomu!S sobre los daños causados durante la Guerra Civil en la provincia de Albacele). 

62 Orden de 7 de octubre de 1937. Gaceta de la República de 10 de octubre de 1937. Con el mismo sentido 
se ordena la "concentración de todo el desperdicio de papel, documentación inutilizada e inservible 
(Orden de 18 de enero de 1938 (Gaceta de la República de 19 de enero de 1938), o disponiendo la 
reducción de la superficie de papel de los periódicos diarios a dos tercios del empleado (Orden de 13 
de enero de 1938. Gaceta de la República de 17 de enero de 1938). 
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por tanto su misión se devuelvan los periódicos y medios de propaganda"63, o promo­
viendo el expurgo de archivos judiciales64• 

La situación general de las filas republicanas, con una dispersión de poderes 
e intereses entre las organizaciones políticas y sindicales, hacía realmente difícil 
Uevar a cabo una política efectiva de protección del patrimonio documental. La 
falta de colaboración era evidente en algunas autoridades locales y provinciales, 
e incluso en organismos ministeriales encargados oficialmente de las incauta­
ciones, como la Caja General de Reparaciones o los Servicios de Recuperación65

• 

La negativa a cooperar con la Junta se hace en base a razones puramente políticas, 
la conservación y utilización del patrimonio histórico incautado debía estar direc­
tamente al servicio de las organizaciones revolucionarias, para sus propios obje­
tivos propagandísticos y de formación. Estas y otras situaciones similares ponían 
constantemente en entredicho la efectividad de la Junta de Incautación frente a 
los poderes locales o de las organizaciones obreras. Su actuación prácticamente se 
limitaba a la provincia madrileña, y otros órganos colegiados como la "Comisión 
Gestora del Cuerpo Facultativo" que pretendía "que el cuerpo facultativo dejara de 
ser una capilla cerrada sumergida en el pasado ... y se pusiera al servicio de la gran obra 
de la cultura nacional"66 apenas llega a funcionar. Se hacía necesario intentar aunar 
y potenciar todos los esfuerzos para la protección del patrimonio histórico, y en 
Febrero de 1937 se crea el Consejo Central de Archivos, Bibliotecas y Tesoro Artís­
tico con el objetivo de conseguir: 

"una reorganización total de los servicios del Ministerio, y consavar, organizar y 
aprovechar la inmensa riqueza y variedad de los materiales históricos y artísticos con 
que en la actualidad cuenta el Estado, y como base definitiva la de transformarlos de 
organismos muertos ... tan solo inteligibles para una exigua minoría de especialistas y 
eruditos, en instrumentos vivos de cultura ... a tono con las necesidades imperiosas de 
la cultura española, y de dotar al pueblo de los elementos necesarios para elevar su nivel 
cultural, cobrando conciencia exacta de la significación de su pasado y de las perspectivas 
inmensas de su i1orvenir"67

• 

El Consejo Central pretendía supervisar práctícamente cualquier ínterven­
ción relacionada con el patrimonio histórico, era un órgano tanto asesor como eje­
cutivo, y con una clara pretensión de controlar y centralizar los poderes locales y 
provinciales que tanto se habían multiplicado por todo el territorio y "que tendían 

., Orden de 4 de febrero de 1937. Boletín Oficial del Estado de 8 de febrero de 1937. 
64 Orden de 29 de marzo de 1937. Boletln Oficial del Estado de 31 de marzo de 1937. Se declaran 

"inútiles" todos los procesos anteriores a 1927, si la causa fuera grave, 1932 si fuera grave y 1935 si 
hacen referencia a juicios de faltas. Fruto de esta disposición es que sacan poco después a concurso 
''la producción de pasta para h, fabricación de nuevo papel, que resulte sobrante del expurgo de 
legajos y documentos llevados a cabo por los juzgados y tribunales" (Boletín Oficial del Estado de 
25 de octubre de 1937). Una relación entre archivos e industrias papeleras que también se manifiesta 
en la inclusión de un Vocal del Comité Sindical del papel y Catión en los Servicios Nacionales de 
Archivos y Bibliotecas (Boletín Oficial del Estado de 30 de julio de 1938). 

65 José Álvarez Lopera: La política de bienes culturales del gobierno republicano ... ob. cit. p. 70-71. 
66 Decreto de 30 de Diciembre de 1936. Hipólito Escolar Sobrino: La cultura durante la G«trrn CiviL- Madrid: 

Alharnbra, 1987, p. 128-131 .El mismo autor realiza una síntesis de la actividad cultural del periodo 
en: "Política educativa y bibliotecaria de la República durante la Guerra Civil".- En: Revista de Archi­
vos, Bibliotecas y Museos.- 82 (1979), p. 261-288. 

67 Decreto-Ley de creación del Consejo Central de Archivos, Bibliotecas y Tesoro Artrstico, de 16 de Febrero de 
1937. 
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a desenvolver su actividad, o a defender su quietud sin tener en cuenta que unos y otros 
integraban con sus fondos parte importante del Tesoro documental, bibliográfico y artís­
tico que era preciso conocer, vivificar y proteger ... y con el objetivo de asegurar su mejor 
conservación y facilitar su conocimiento y estudio, sin que esto afecte a la propiedad de 
dichos objetos, muebles e inmuebles"68• 

Es decir, su intención prioritaria es la de ejercer el control y vigilancia de todas 
las actuaciones que se llevaban a cabo relacionadas con el patrimonio histórico, 
pero sin poner en cuestión la propiedad de esos bienes, si bien es cierto que como 
recoge Juan Vicens "la actividad de este Comité era involuntariamente escasa, falto 
de medios de transporte, ya que todos estaban requisados para la guerra"69• El intento 
de intervencionismo estatal que también se refleja en otras medidas coetáneas, 
como la creación de los Consejos Provinciales, con unas funciones similares a 
las Diputaciones Provinciales70

• Este tipo de cuestiones se intentan solventar 
con la creación del citado Consejo Central. Un organismo que se articula en tres 
grandes secciones, con una Subsección de Archivos Municipales dependiente de 
la Sección de Archivos, de la que se nombra Secretario al archivero de la capital 
madrileña, Agustín Millares Cario. Pero en realidad su actividad no transcendió 
del ámbito de la planificación al de las realizaciones. 

Un ejemplo del tipo de operaciones para la protección del patrimonio biblio­
gráfico y documental es el llevado a cabo en la provincia de Valencia, y que tiene 
su inicio en los primeros meses de 1937, dirigidas por el director del Archivo 
Regional de Valencia (entre marzo de 1937 y abril de 1939) Felipe Mateu y Llopis, 
que desarrolló una intensa labor aún contando con unos medios limitados a "una 
antigua galera muy siglo XIX y un flaco rocín que quedó a salvo de humanas apetencias, 
fueron adscritos al improvisado servicio de recuperación; allí se transportó todo cuanto se 
podía encontrar en domicilios particulares, traperías, conventos destinados a viviendas 
de evacuados, etc ... "71

• 

La principal ocupación y preocupación de este tipo de servicios, después 
de una primera etapa donde fue prioritario proteger los archivos de institu­
ciones religiosas, y como citamos anteriormente, era intentar salvar muchos 
archivos de su conversión en pasta de papel. Un hecho que era muy frecuente 
ante las imperiosa necesidad de conseguir materia prima para unas imprentas 
en pleno funcionamiento: "La escasez de pasta de papel motivó el afán de convertir 
todo volumen en materia transformable para dar abasto a las diferentes fábricas de 
Valencia ... , toneladas de papel en periódicos y carteles de propaganda salieron de 
aquellos volúmenes que tan celosamente y con tanto cariño se custodiaban"72• 

63 Orden Ministerial de 5 de Abril de 1937, fijanda las atribucianes del Canseja Central de Archivas, Bibliotecas 
y Tesoro Artístico. 

09 Juan B. Vicens de la Llave. L'Espagne vivante:, ob. Cit, p. 84 
"' Decreto de 23 de Diciembre de 1936 (Gaceta del 25). Además, por un Decreta de 9 de Enera de 1937, se 

concede "plena autorización para ordenar y ejecutar cuanto considere necesario en punto a la incautación, 
defensa y custodia de los monumentos y objetos de valor arti'stico ... cualquiera que sea su pertenencia y el lugar 
en que se encuentren ... puestos bajo el control de particulares, entidades privadas, o centros aftciales depe11• 
dientes del Estado, Provincia o Municipio". 

71 Rafael Raga: "Labor del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos durante la guerra en 
Valencia".- En: Diario Las Provincias.- 10 de Junio de 1939 (Ver Anexo} 

72 Ibídem 
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3.2. Los servicios de recuperación en Cataluña y País Vasco 

Cataluña y País Vasco eran las dos únicas comunidades que tenían reco­
nocidos en sus Estatutos de Autonomía las competencias para la protección del 
patrimonio, al margen de la administración central republicana. En el caso del 
País Vasco, apenas puede mencionarse la existencia de una política archivística, 
en Octubre de 1936, después de ser ocupada Guipúzcoa, las Cortes aprueban el 
Estatuto vasco, y se forma gobierno presidido por José Antonio Aguirre, y en 
el corto plazo de ocho meses entran en Bilbao las tropas rebeldes73• Las únicas 
acciones posibles ante la ofensiva franquista era trasladar los depósitos docu­
mentales de los lugares cercanos a los frentes de guerra, tanto para protegerlos de 
la artillería como para evitar "la rapacidad e incultura de las bandas de .facciosos"74

• La 
operación la dirige personalmente Jesús María de Leizaola, Consejero de Justicia 
y Cultura del Gobierno provisional de Euskadi, centralizando un gran número 
de archivos procedentes de las víllas vizcaínas en Bilbao, Santurce y Gorlíz, con­
cretamente en los sótanos y terraza de su Sanatorio Marítimo, propiedad de la 
Diputación Provincial, incluidos varios archivos municipales, como los de Gal­
dácano, Amorebieta, Markina, Orduña o Durango75• 

En Cataluña se vive en estas mismas fechas una situación mucho menos 
agitada, hasta Febrero de 1939 no llegan las tropas franquistas a Barcelona, y 
esto permite diseñar acciones sin estar condicionados por la inminencia de una 
ocupación militar. la Generalítat organiza su propio sistema de defensa de los 
efectos de la contienda civil, bajo la denominación de "Servicio de Protección 
del Patrimonio Histórico y Artístico", que también denominan la "Creu roja 
dels arxius catalans", además de aprobar sendos decretos en julio y agosto de 
1936 facultando a la Generalitat la confiscación de documentos y otros mate­
riales de interés histórico que estuvieran en peligro de destrucción. Unas actua­
ciones que podemos reconstruir a través de las memorias que sus responsables 
redactan una vez finalizada la guerra para fundamentalmente testimoniar su 
fidelidad al nuevo Estado y poder ponerse a salvo de los temidos expedientes 
de depuración76• 

Como en el resto de comunidades y regiones, los primeros días de guerra 
fueron los de mayor caos y peligro para los archivos catalanes, supuestamente 
impulsadas y que después de estas tres primeras semanas "de desenfreno revolu­
cionario en el que son destruidos fondos documentales religiosos"77 la Generalitat crea 
el citado Servicio de Protección del Patrimonio, dividido en tres secciones: Biblio­
tecas, Museos, bajo la dirección de los respectivos directores de la Biblioteca y 
Museo de Cataluña (Rubio Balaguer y Folch Tones), y de la Sección de Archivos se 
hace cargo Agustín Duran y Sanpere, director del Archivo Histórico de la Ciudad 
de Barcelona. Incluso se toman medidas con una clara intencionalidad política, y 

73 Gabriel Jackson: lA República española y la guerra civil.- Barcelona: Critica, 1986, p. 330-331. 
,. AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 3950. Año 1938. Informes sobre la situación de archivas y biblio-

tecas en las provincias vascongadas en el momento de su liberación por las tropas nacionales. 
" lbidem. 
76 Pueden consultarse en J. CERDA DfAZ. Los archivos municipales ... ob. cit., pág. 412-418 
77 AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 7075. Año 1939. Agustín Durán Sampere: Memoria de las 

vicisitudes experimentadas por el Archivo Histórico de la ciudad de Barcelona ... o/J. cit. p. 1. 
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nada archivísticas, como es la destrucción de archivos que podían ser utilizados 
para la represión, en concreto Agustín Durán ordena la incineración del fondo 
contemporáneo del Tribunal Eclesiástico del Obispado de Barcelona "que había 
pasado inadvertido de las patrullas rojas, a fin de que no cayera en manos del Gobierno o 
de los Comités y sirviera de escándalo para la iglesia barcelonesa y no comprometiera a las 
numerosas personas que figuraban en los atestados"78

• 

Otra de las medidas relacionadas con la protección de archivos que tienen 
un gran significado político es el traspaso de la gestión del Archivo de la Corona 
de Aragón a la Generalitat. Un archivo que no figuraba entre los transferidos 
por el Estado a Cataluña durante el periodo republicano, pero que ahora, en 
plena efervescencia revolucionaria pasa a ser incluido en el "Archivo General 
de Cataluña", y queda también bajo la dirección de Agustín Duran. Un archivo 
que pretendía formarse con los archivos incautados por el Servicio de Recu­
peración, como toda nación en proceso de construcción, los poderes naciona­
listas aspiraban a centralizar todos los archivos posibles en un gran Archivo 
Nacional, e incluso antes del estallido bélico "se había iniciado alguna actuación 
en relación a los Archivos Históricos, formulando proyectos de carácter general para 
establecer relación entre los archivos locales exístentes"79• Unos proyectos de cen­
tralización que ya estaban presentes en la creación de Archivos Comarcales, y 
en los Archivos Históricos de las provincias catalanas también integrados por 
fondos muy heterogéneos. 

Las disensiones entre las organizaciones sindicales, el gobierno autónomo 
y los representantes de la administración central eran un grave inconveniente 
para el normal desarrollo de la actividad del Servicio de Recuperación, una situa­
ción que se agravó con la cada vez mayor cercanía de los frentes de guerra que 
provocan una acelerada evacuación de muchos archivos. Incluso se había dictado 
la orden de segregar de los archivos los documentos de mayor valor y situarlos 
en depósitos cercanos a la frontera, pensando en la posibilidad de una eventual 
evacuación, sin que llegaran a efectuarse ante "la resistencia absoluta a tales propó­
sitos y lo que se hizo en la práctica fue internar los archivos de la Seo de Urge!, Figueras, 
Castellón de Ampurias y otros "8º. 

Con el paso de los meses la frecuencia de los bombardeos hace necesario 
ampliar el número de depósitos iniciales y el traslado de otros, quedando 
ubicados finalmente en: Lérida, Tortosa, Cervera, Manresa, Reus, Tarragona, 
Poblet, Barcelona, Vich, Gerona, Ripoll y Viladrau. El balance final de la labor 
desarrollada en los archivos catalanes por Agustín Duran, es según su propia 
apreciación la protección de "cerca de 20.000 metros de estantería, sin que ni uno 
solo de los archivos intervenidos por la Sección haya sufrido pérdidas o confusiones". El 
peor capítulo corresponde a los archivos parroquiales "por haber perecido en las 
devastaciones simultáneas del mes de Julio de 1936 que parecían obedecer a una consigna 
concreta y meditada", los archivos notariales" que se destruyen los fondos antiguos casi 

78 AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 3830. Año 1939. Martín de Riquer y Morera: Informe sobre los 
sucesas acaecid(JS durante el periodo de dominación rojo en los archivos de Cataluña. Burgos, 13 de Septiem­
br:e de 1938. (Ver: Anexo Documental: Documento nº 9). 

79 AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 3827. Año 1939. Agustín Durán Samper:e: Memoria de los 
trabajos realizados durante el domínío del Gobiemo Ro¡o ... ob. cit. p. l. 

i)() Ibídem. 
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en su totalidad, y los modernos de Tortosa y la Seo de Urgel"81, y pudieron ser salvados 
todos los de catedrales y los diocesanos con la excepción del archivo ilerdense82• 

A grandes rasgos, estas son las grandes líneas de actuación en la protección 
de archivos, más que los criterios de la administración republicana, suelen primar 
las iniciativas personales de los archiveros que en esos momentos se encontraban 
al frente de esos servicios. Unas actuaciones que persiguen prioritariamente la 
salvaguarda del patrimonio documental, no exentas en algunas ocasiones de otro 
tipo de significaciones políticas. 

3.3. El Archivo de la Guerra 

Al mismo tiempo que se intenta salvaguardar un patrimonio que corre el 
peligro de desaparecer el gobierno impulsa la creación de un centro documental 
que asegure la preservación de un momento que viven y valoran como his­
tórico. 

Un ejemplo que se reitera a lo largo de la historia contemporánea, es nece­
sario preservar los testimonios de hechos y actuaciones, legitimando y asegu­
rando su memoria presente y futura. 

" Ibídem, p. 4 . 
., Las cifras concretas de archivos que quedan bajo el cuidado del "Servicio de Protección de los Archi­

vos Históricos de Cataluña" son 2500 metros lineales de documentación, 150.000 pergaminos y los 
siguientes archivos: 180 archivos parroquiales, 42 conventuales, 31 patrimoniales, 21 notariales, 14 
archivos gremiales, 9 de las contadurías de Hipotecas, 7 archivos judiciales, 7 diocesanos y episcopa­
les y 29 municipales: Agramunt, L'Arbos, Berga, La Bisbal, Cambrils, Capellades, Cardona, Cervera, 
Gerona. Igualada, Lérida, Manresa, Mataró, Olot, Palamós, Ret1s, La Selva del Camp, Seu d1Urgell, 
Solsona, Tarragona, Terrassa, Tarrega; Torá, Tortosa, Valls, Verdú y Vilagrasa (A. Durán Sanpere: "El 
Instituto Municipal de Historia de Barcelona a través de sus primeros cuarenta años (1917-1957)".­
En: Boletín de la Real Academia de Buenas Letrns de Barcelona.- 27 (1957-1958), p. 39). 
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Antes de que fraguara el proyecto de Archivo de la Guerra, y con el mismo 
fin de preservar para la posteridad el gran volumen de publicaciones y folletos 
que a diario se editaban, desde marzo de 1937 el Ayuntamiento de Madrid se 
obliga al ingreso de dos ejemplares en la Hemeroteca Municipal "para que no se 
pierda ninguna de las múltiples publicaciones periódicas que han visto la luz durante el 
periodo revolucionario y que han de ser fuentes históricas de este periodo en el mañana "83

, 

y que es el origen de la magnífica hemeroteca que hoy se conserva. 
La orden para la creación del Archivo de la Guerra se firma en Valencia, sede 

del Gobierno, en el verano de 193784• Su objetivo es "recoger y catalogar para su 
estudio futuro toda la información documental y bibliográfica que haga conocer la tras­
cendental transformacíón que se está operando en la sociedad española ... un archivo que 
para las generaciones futuras de la España liberada y del mundo pueda facilitar un retrato 
fiel e histórico del desarrollo de los acontecimientos actuales"85. El Archivo depende de 
la Dirección General de Bellas Artes y bajo la dirección, inicialmente, de un fun­
cionario del Cuerpo Facultativo. 

El Archivo debería centralizar tanto publicaciones (diarios, libros, folletos, 
carteles, hojas sueltas, manifiestos) corno material de propaganda editado 
después del 18 de julio de 1936, quedando los editores obligados a remitir un 
ejemplar de cualquier publicación que editasen y dos ejemplares de los carteles 
y cualquier otro material de propaganda. Al año siguiente, en mayo de 1938, se 
le dota con una consignación de 58.300 pesetas en el presupuesto del Ministerio 
para los gastos de recogida y depósito de documentos, y, lo que más puede llamar 
la atención, se responsabiliza de la gestión de la recogida de estos "documentos 
impresos, gráficos y manuscritos" a los maestros nacionales de cada localidad.86 

Es evidente que, con la situación de guerra se hacía muy difícil cumplir con el 
objetivo de recopilar tan numerosa y variada información y se confía en la acción 
de los maestros de los pueblos, una figura en esos momentos con un evidente 
protagonismo y dependientes administrativamente del Ministerio. Deben remitir 
a la Dirección del Archivo de la Guerra, en esos momentos su sede se fija en 
las oficinas del Ministerio ya en Barcelona (en la plaza Bonanova) "toda clase de 
material, folletos, carteles, revistas, peri6dicos, libros, fotografías, hojas de propaganda, 
etc .. que tengan relación con la vida social, política, económica y cultural del pueblo", 
a los que suman otros documentos de archivo, algunos propiamente munici­
pales, como "documentos manuscritos e impresos, como actas de constitución de ayun­
tamientos, Frente Popular, comités, tribunales populares, colectiuizaciones, manifiestos, 
proclamas, carnets, emisión de papel moneda, hojas de reclutamiento de voluntarios, y en 
general todo cuanto tienda a ilustrar sobre los episodios vividos en el pueblo". 

83 Orden de 5 de Marzo de 1937. José Álvarez Lopera: La política de bienes culturales del gobierno republicano ... 
ob. cit. p. 138. 

&< Orden de 9 de agosto de 1937, dando instrucciones para que los organismos del Estado, Provincia y Municipio, 
así como también los de carácter particular, realicen información documental y bibliografía de la transforma­
ción operada en la sociednd española con motivo de los actuales acontecimientos. Ministerio de Instrucción 
Pública y Sanidad. Gaceta de la República de 17 de agosto de 1937. 

85 Orden de 18 de mayo de 1938. reorganizando el Archivo de la Guerra. Gaceta de la República de 25 de mayo 
de 1938. 

66 Circular de la Dirección General de Primera Enseñanza. Ministerio de Instrucción Pública y Sanidad. Gaceta 
de la República de 15 de junio de 1938. La circular es firmada por la entonces Directora General de 
Primera Enseñanza, Esther Antic. 
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Vemos como se amplían sustancialmente los objetivos del Archivo respecto 
a los primeros decretos, ya no se trata exclusivamente de publicaciones, se es 
consciente de la gran cantidad de actuaciones que se han desarrollado en esos 
tres años de guerra y quieren asegurar de algún modo la memoria de esa 
gestión, aunque sea a costa de no respetar la procedencia y diverso origen de 
esos fondos, pero prima el interés por su integridad en momentos tan com­
plicados, por su preservación, antes que las consideraciones técnicas. Natu­
ralmente que a pocos meses de la finalización de la contienda, y cuando ya 
la guerra se adivinaba como perdida, el Archivo de la Guerra no pudo pasar 
de dar sus primeros pasos, aunque en los primeros meses llega a tener su 
propia sede en el nº 71 del Paseo de la Castellana y recibe documentación muy 
diversa de hasta seiscientas entidades diferentes87

: 

"Figuran ya en el Archivo de la Guerra importantes colecciones de carteles, bandos, 
pasquines y prospectos de la más diversa índole. Se han podido reunir también varios 
centenares de opúsculos, folletos y libros y se aproximan a 300 los diarios, revistas y 
periódicos coleccionados en doble serie. Hay además algunas centenas de postales de pro­
paganda y de campaña, sellos de donativos y de cotizaciones, cartillas y tarjetas de apro­
visionamiento diferentes y hasta una copiosa variedad de impresos de régimen interior, 
desde la nómina a la factura, desde el pliego de carta al sobre" 

Una novedad respecto al primer decreto que lo regula es que a partir de 
mayo de 1938 el Director del Archivo pasa de ser un miembro del Cuerpo Fa­
cultativo, el primero fue Constantino Suárez, a que fuera libremente designado 
por el Ministerio, un fiel reflejo de la evidente politización de la administración 
a la que impulsa la contienda. En esa misma Gaceta se publica el nombramiento 
como Director del Archivo de la Guerra de Diego Abad de Santillán, conocido 
editor y periodista anarquista con una larga trayectoria de trabajos y publica­
ciones relacionadas con el anarcosindicalismo88• 

86 Circu/RT de la Dirección General de Primera Enseñanza. Ministerio de Instrucción Pública y Sanidad. Gaceta 
de la República de 15 de junio de 1938. La circular es firm3da por la entonces Directora General de 
Primera Enseñanza, Esther Antic. 

87 J. ÁLVAREZ LOPERA, La po/(tica de bienes culturales ... ob. cit, págs. 138-139. Recoge la información de 
varios artículos sobre el archivo de la guerra publicados en la rev\5ta "Estampa", " "Claridad" y en 
"El Socialista". 

88 Su verdadero nombre es Silesio Garóa Femández (Reyero, León: 1897-Barcelona, 1983). Después de 
pasar varios años en Argentina en la década de los veinte, donde colabora con la anarquista Federa­
ción Obrera Regional Argentina (FORA) y es redactor de su periódico La Protesta, de Buenos Aires, 
tras pasar por Alemania, México y Uruguay, al proclamarse la II República vuelve a España y se 
integra en la FAI . En 1934 trabaja como redactor en el diario Solidaridad Obrera, dirigió el semanario 
Tierra y Libertad y fundó la revista Tiempos nuevos. En 1935 fue elegido secretario del Comité Peninsu­
lar de la FA!. fue miembro del Comité Central de Milicias Antifascistas de Cataluña, forma parte del 
Consejo de Economía de Cataluña, y en diciembre de 1936 fue nombrado Consejero de Economía de 
la Generalítat de Cataluña, cesando el 17 de abril de 1937 y dirige la revista Timón. En abril de 1938 se 
incorpora al Comité Nacional del Frente Popular Antifascista, surgido del pacto entre UGT y CNT y 
al mes siguiente es nombrado Director del Archivo de 1a Guerra (dato que no es recogido en ninguna 
de las biograñas que hemos consultado). En enero de 1939 se exilia a Francia y Juego a Argentina. 
Regresó a Espaí'ia en 1976 muriendo el 18 de octubre de 1983. 
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3.4. La gestión del patrimonio documental en la España Nacional. Las Juntas de 
Cultura Histórica y del Tesoro Artístíco. El Servicio de Defensa del Patrimonio 
Artístico Nacional. La Delegación de Estado para Recuperación de Documentos 

Todas las actuaciones se caracterizan por su carácter de urgencia, desorgani-
zación y falta absoluta de medios, como corresponde a la situación de una España 
en guerra. La primera disposición encaminada a la protección del patrimonio 
es de Diciembre de 1936, en concreto para evitar los efectos "de los constantes 
asaltos y despojos que por elementos extremistas se están llevando a cabo contra el Tesoro 
Nacional ... se prohíbe la compra-venta en todo el territorio nacional de cualquier objeto 
de interés histórico"89, lo que suponía en la práctica la paralización del comercio de 
antigüedades. Pocos días después se publica una norma de gran trascendencia 
por su pretensión de regular todos los actuaciones relacionadas con la conserva­
ción del patrimonio, que se deberían articular a través de la creación en todas las 
provincias de las Juntas de Cultura Histórica y del Tesoro Artístico, para que "a 
medida que el glorioso ejército español va liberando pueblos y ciudades de nuestro terri­
torio" y se proceda a "redactar el inventario gráfico, bibliográfico, artístico, arqueológico 
y documental de cuantos edificios monumentales, objetos de arte, archivos históricos y 
administrativos y Bibliotecas han desaparecido o han sufrido daños considerables a partir 
del día 14 de Abril de 1931 ''90. 

Unos órganos provinciales que estaban presididos por el gobernador civil, y 
en la que junto a otros representantes de la Iglesia y Universidad, debía figurar el 
archivero de la Delegación de Hacienda, actuan do como secretario un miembro 
del Cuerpo Facultativo. Las Juntas debían enviar a la Inspección del Cuerpo de 
Archiveros, con sede provisional en Zaragoza, "una información completa y exacta 
de las destrucciones, mutilaciones y saqueos", unos informes en los que también están 
obligados a colaborar los Ayuntamientos remitiendo "una relación circunstanciada 
de los edificios, objetos y fondos desaparecidos o que han sufrido daños y expolíos"91, 

actuando en estos casos la capital de la provincia como depositaria de los bienes 
dañados. 

En el transcurso de los primeros meses de 1937 las Juntas se van constitu­
yendo en las provincias ocupadas por el ejército franquista, y los gobernadores 
civiles envían circulares a todos los alcaldes, reclamándoles la información a la 
que hace referencia la orden citada92• También los ayuntamientos deben actuar 
como intermediarios de la Junta, única autorizada para su recepción93, y reunir 
los objetos artísticos "y cuantos documentos de interés histórico se hallen en trance de 
perderse"94

. Sin embargo, no fueron muy numerosas las respuestas de los alcaldes, 
ni tampoco excesivamente útiles los informes de las respectivas Juntas, recono­
ciendo los propios asesores del Ministerio que era evidente "una desproporción 

.. Decreto de 6 de Diciembre de 1936. 
90 Orden de 23 de Diciembre de 1936. 
" Ibídem. 
92 AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 4318. Año 1937.Así lo hace por ejemplo el Gobernador Civil 

de Córdoba, en fecha 24 de Marzo de 1937, y en la que reclama a los ayuntamientos el cumplimiento 
de la Orden de 23 de Diciembre de 1936. -

93 Orden de 27 de Noviembre de 1937 
94 Decreto de 19 de Febrero de 1937 
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manifiestamente desfavorable entre los resultados obtenidos y los propósitos consig­
nados "95. 

Pero la situación de guerra demandaba acciones rápidas y efectivas "de una 
manera muy inmediata a la liberación de las diversas zonas del territorio nacional" y en 
el mes de enero de este mismo año, se crea el denominado "Servicio Artístico 
de Vanguardia" "para la recogida y custodia de obras de valor histórico o art(stico en 
las zonas de reciente liberación"96• Una disposición que como tantas otras apenas 
tuvo efectividad, así relata un agente lo que ocurría tras la ocupación de una 
ciudad: "llegaban uno o dos d(as después de haber pasado y repasado por iglesias, museos 
y palacios, los moros, la legión, los italianos y alemanes e incluso esa tropa de mercaderes 
indefinidos que por arbitrios ignorados llegan siempre pegados a la tropa ... y los partes de 
los agentes están a disposición de quien los necesite, para ver que siempre hallaron todo 
completamente vac(o "97• 

Una gran desorganización que se intenta resolver tras la formación del 
primer gobierno de Burgos. Se hacía necesario centralizar todas las actuaciones 
dirigidas a la protección de un patrimonio histórico que tiene que hacer frente 
a "los azares de la guerra, cuando no a la furia destructora y la improbidad adquisitiva 
de las turbas, gobierno y otras formas de bandería, en que se ha materializado la resis­
tencia roja"98

, y sobre todo acabar con "los errores en que han incurrido las iniciativas 
espontáneas" del periodo anterior. En Abril de 1938, en el mismo momento en 
que se promulgan leyes aboliendo el divorcio, la autonomía de Catalufta y la 
reforma agraria, cuando se pretende instaurar las base del nuevo Estado, se crea 
el Servido de Defensa del Patrimonio Artístico Nacional, dependiente de la 
Jefatura Nacional de Bellas Artes. 

Se trata de un órgano politizado y militarizado, que se articula en torno a 
un Comisario General y un subcomisario, que deben pertenecer a la F.E.T. y de 
las J.O.N.S., y unas comisarías de zona a las que estarán adscritos oficiales del 
ejército, con graduación mínima de teniente, de los que a su vez dependen los 
Agentes de Recuperación, también falangistas y con el grado de alférez o subofi­
cial99. Se dictan una serie de normas que deben seguir en todas sus actuaciones, 
entre las que se incluyen según un decreto posterior "los archivos, bibliotecas y 
museos dependientes del Estado, provincia o municipio"l00• Los agentes preferente­
mente deberían pertenecer al Cuerpo Facultativo, ser Licenciados o estudiantes 
de Letras, artistas, críticos de arte, o bien tener una reconocida competencia en 
estas materiasio1

. Se trataba de un servicio totalmente voluntario, sin remunera­
ción alguna, y dependían para su alojamiento, transporte y manutención de las 
Comisarías de zona102

, y seguir las instrucciones dictadas por la "Columna de 
Orden y Policía de Ocupación". 

95 Alicia Alted Vígil: Po/J1íca del nuevo Estado sobre el patrimonio cultural y la educací6n durante la guerra civíl 
española.- Madrid: Dirección General de Bellas Artes y Archivos, 1984, p. 76: 

"' Orden de 14 de Enero de 1937 
<P Informe de Pedro Muguruza, 2 de Julio de 1938. (recogido por Alicia Alted Vígil: Política del nuevo 

Estado sobre el patrimonio cultural ... ob. cit. p. 78). 
98 Decreto de 22 de Abril de 1938. 
99 lbidem. Artículos 6º al 9°. 

100 Orden de 20 de Mayo de 1938. 
101 Orden de 9 de Agosto de 1938. 
102 Orden de 12 de Agosto de 1938. 
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Eran unas medidas que tenían como objetivo asegurar la conservación e in­
cautación de todos los bienes de interés histórico de las ciudades recién ocupadas, 
una misión en la que era obligada la colaboración de los ayuntamientos, aunque 
era competencia directa de estos "Servicios de Recuperación" dependientes de las 
autoridades militares, y para ello dictan unas estrictas normas después de la ocu­
pación de la ciudad de Barcelona, en la que se dispone a "los que retengan libros, 
legajos u objetos artísticos sin autorización, su detención y puesta a disposición de la ju­
risdicción military la penalidad de consejo de guerra sumarísimo que se le viene encima al 
que no cumpla lo ordenado "103• En el proceso de recuperación también se incluye "que 
por personas de confianza se visiten o inspeccionen las Fábricas de papel existentes en la 
provincia, por si pudieran ser recuperados manuscritos, libros y folletos que arrebatados por 
los rojos a Monasterios, Iglesias o Bibliotecas pudieran haber sido destinados a la conversión 
en pasta de papel"1Di. 

Sin embargo, el afán regulador del gobierno franquista no fue acompañado 
de la concienciación necesaria por parte de los mandos militares para facilitar la 
tarea de los agentes. Se trata de una política de ficción, de apariencias, de escasas 
realizaciones. Frente a la historia, a la protección del patrimonio documental, 
existen otras muchas prioridades. Entre ellas la victoria militar, a la que va unida 
la represión del enemigo, y alú sí que los archivos cuentan con una valoración 
muy especial por parte de la jerarquía militar. Una importancia que se traduce 
en la creación de un órgano propio, dependiente del Ministerio del Interior, no 
del Ministerio de Educación, y bajo la denominación de "Delegación de Estado 
para Recuperación de Documentos", tenía la misión de "recuperar, clasificar y 
custodiar todos aquellos documentos que existan en la zona liberada procedentes de 
archivos, oficinas y despachos de entidades y personas hostiles y desafectas al Movimiento 
Nacional ... y que sean susceptíble de suministrar al Estado información referente a la 
actuación de sus enemigos"105

• 

Desde mayo de 1937 venía actuando la Delegación de Servicios Especiales 
que pretendía recopilar toda la información de las logias masónicas que iban 
cayendo en manos de las tropas sublevadas y que se van concentrando en Sala­
manca y ya, a partir de abril de 1938, cuenta con una eficaz estructura de funcio­
namiento que lleva a sumar hasta doscientas personas distribuidas en numerosas 
delegaciones106, casi el doble, por ejemplo, que la plantillas de archiveros facul­
tativos. 

La actuación de estos "equipos de recuperación" en las ciudades recién 
ocupadas, mucho más activos a partir de los últimos meses de la guerra, y 
siempre buscando documentos que se conviertan en pruebas de convicción 
ante los tribunales, se hacia siempre "con subordinación a las supremas autori­
dades militares" y tenían autoridad para "cerrar y sellar los locales y oficinas donde 

103 AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 3830. Orden disponiendo d. procedimiento a seguir en la incau• 
tación y custodia de los archivos, bibliotecas, museos y colecciones arqueológicas y artísticas de las localidades 
liberadas. Febrero 1939. (Ver Anexo Documental; Documento nº 10). 

1°' AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 3829. Orden del Ministerio de Educación Nacional de 19 de Junio 
de 1939. 

105 Decreto de 26 de Abril de 1938. Art. 1 º. 
106 GONZÁLEZ QUINTANA, A.: "Avatares de los fondos documentales militares y político· 

sociales españoles en el siglo XX". En: Los archivos españoles en el siglo XX: Poli1icas archiv{sticas y pro­
d ucción bibliográfica. Madrid: ANABAD, 2006, págs. 117-166. 
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puedan encontrarse documentos de interés"107
• Su objetivo fundamental eran los 

archivos de organizaciones políticas y sindicales, pero al desempeñar sus di­
rigentes también cargos públicos era frecuente su intervención en las adminis­
traciones autonómicas y locales, y que ya desde Septiembre de 1936 se conside­
raban objeto de incautación "cuantos bienes, efectos y documentos pertenecientes a 
partidos, agrupaciones poUtícas ... o personas con actuaciones antipatrióticas o contra­
rias al movimiento nacional"1º8• Estas acciones pueden explicar las destrucciones 
y desapariciones de documentos que se produce en muchos ayuntamientos, 
tanto por la intervención directa de los agentes de recuperación, a veces incluso 
se incautan de todo el archivo municipal109

, como por los propios regidores 
republicanos que prefieren destruir su archivo antes de la llegada de las tropas 
franquistas y evitar así su incautación, y posterior traslado a La ciudad de Sala­
manca 110. 

En la España franquista, los documentos que se consideran útiles para 
anular al enemigo se convierten en el objetivo prioritario, al que se destinan 
más medios y efectivos, mientras que la protección y recuperación del patri­
monio histórico es fundamentalmente un acto de propaganda, donde era tan 
importante "lo que se hace en sí, como el hacer ver lo que se hace"111. 

Relacionada directamente con la labor de este servicio debemos mencionar 
la depuración política de funcionarios. A partir de 1939 y hasta 1943, años en 
los que se desarrolló el grueso del proceso depurador, con un carácter, además 

, 07 Ibídem. Art. 2º y 3º. 
""' Decreto de 13 de Septiembre de 1936. Otra orden posterior, de 10 de Junio de 1938, dispone 

\as normas específicas que deben seguirse para la incautación de las bibliotecas de las asociaciones 
o particulares desafectos, y su custodia de un funcionario del Cuerpo Facultativo designado por el 
Ministerio de Educación Nacional. 

"" Así ocurre por ejemplo, con el fondo documental de la Isla de Tabarca, trasladado íntegramente a 
Salamanca. AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 3830. Año 1940. Informes sobre los daños causados 
durante la Guerra Civil en la provincia de Alicante. Las incautaciones de documentos procedentes de 
archivos municipales fue particularmente frecuente en las provincias del Norte, y aquellos lugares 
que mostraron mayor oposición a los ejércitos franquistas. Así se pone de manifiesto en los fondos 
ínventariados de la "Sección Político-Social" del Archivo Histórico Nacional, Sección Guerra Civil, 
de Salamanca, en concreto entre los relacionados con el País Vasco se han localizado documentos 
de: Amoroto, Arrieta, Basauri, Bilbao e Irún, además de los catalanes: Malla i Mirambel, Malgrat, 
Premia, Puig Reig, Ripollet, Roda de Ter, Segarra de Gaia, Tore1Jo, Vilaboi y Voltrega (Francisco Ma­
nuel Vargas Alonso, Juan Bernardo Elordui Jauregui, Norberto Ibáñez Ortega: Inventario de fondos 
documentales vascas en el Archivo Hist6rico Nacional, Sección Guerra Civil de Salamanca.- Bergara: Centro 
de Patrimonio Documental de Euskadi, 1995, p. 48, 49, 72). 

uo Las primera actuaciones dirigidas a la requisa de documentos estaban relacionadas con la represión 
de la masonería, declarada ilegal por el gobierno franquista, por lo que con fecha 29 de Mayo de 1937 
se crea la "Delegación de Asuntos Especiales", que hoy forman los fondos "Sección Especial" y "Sec­
ción Masónica" del Archivo de Salamanca. En 1958 son refundidas estas dos secciones con la "Sec­
ción Político-Social", creándose la "Delegación Nacional de Servidos Documentales", y finalmente 
suprimida en por RD 2761/1977 de 28 de Octubre queda suprimida, dando lugar posteriormente a 
la Sección Guerra Civil, del Archivo Histórico Nacional 0uan Garcia Durán: La guerra civil española: 
fuentes. Archivos, bibli-Ografía y filmografía.- Barcelona: Crítica, 19S5, p. 116-121). 

111 Informe de Pedro Muguruza, 2 de Julio de 1938. (recogido por Alicia Alted Vigil: Polrtica del nuevo 
Estado sobre el patrimonio cultural ... ob. cit. p. 90). El afán de realizar acciones de propaganda y poder 
meiorar una pobre imagen en el exterior, lleva al gobierno franquista a iniciar un servicio de "turismo 
de guerra", en la "Ruta de Guerra del Norte" para que "viajes de extranjeros puedan visitar los lugares 
más relevantes de aquella gloriosa etapa de la Cruzada ... y cuya realización servirá de inteligente propaganda 
de la Causa y ayudará a la obtención de divisas extranjeras" (Decreto de 25 de Mayo de 1938, y ampliado a 
otras zonas por Decreto de 29 de Octubre de 1938). 
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de punitivo, preventivo y ejemp1arizante, y que concluía con 1a expulsión, in­
habilitación temporal o traslado forzoso112

• No nos atrevemos a dar cifras, está 
pendiente de realizar un estudio analítico de las depuraciones para el Cuerpo 
Facultativo, al igual que ya se ha realizado en numerosas provincias para el 
personal docente. Los maestros fueron el colectivo más castigado por la repre­
sión franquista, se les acusa de haber inoculado en la sociedad y en las mentes 
juveniles el virus republicano, normalmente posicionados políticamente, eran 
progresistas y de talante reivindicativo. Los que no murieron fusilados tras el 
levantamiento militar pasaron en su exilio interior la más terrible purga pro­
fesional, Morente Valero ha contabilizado hasta 60.000 maestros depurados113• 

Como consecuencia de ello, unos se verían abocados a la separación e inhabi­
litación absoluta o parcial, otros se verían suspendidos de empleo y sueldo, 
trasladados, y sometidos a expedientes disciplinarios o inhabilitados para e1 
desempeño de cargos públicos. 

El hecho evidente es que, al igual que ocurre desde el inicio de la guerra, los 
maestros y los libros fueron los primeros en sufrir tal castigo114• La depuración de 
los maestros no sólo pretendía apartar de la enseñanza a los que no compartían el 
ideario de los sublevados, sino reducir su número para cerrar escuelas e institutos ns_ 

Así ocurre en la posguerra, un proceso que origina las célebres "oposiciones patrió­
ticas" 116 que dieron acceso a la administración pública a muchas personas que, en 
otras circunstancias, difícilmente podrían haber accedido a la profesión. 

Esta carencia de recursos no impide al nuevo Estado seguir intentando 
regular las actividades y funcionamiento de sus archivos, sentar las bases de 
lo que debería ser el normal desarrollo de una política archivística, que en esos 
momentos no solía trascender de una política de intenciones. Como paso previo 
se hacía indispensable tener un conocimiento más exacto del patrimonio exis­
tente, y en mayo de 1938 se dispone la continuación de la Guía iniciada en su 
día por Francisco Rodríguez Marín que hubiera permitido de estar finalizada 
"perseguir, identificar y recuperar valiosos ejemplares de nuestro tesoro bíblíográfico y 

112 El procedimiento para depurar responsabilidades políticas e ideológicas estaba perfectamente 
regulado, tal como se refleje en unos expedientes que constiruyen una valiosa información para 
analizar la represión durante la posguerra. María Encama Nicolás Marín: "Los expedientes de depu­
ración: Una fuente para historiar la violencia política del franquismo".- En: Áreas. Revista de Ciencias 
Sociales.-9 (1989), p. 103-123. 

113 MORENTE VALERO, F.: l..á depuraci6n del Magisterio Nacional (1936-1943): la escuelQ y el estado nuevo. 
Valladolid: Ediciones Ámbito, 1997. 

11• En la obra de Juan B. Vicens de la Llave. L'Espagne viva ... ob. cit. se recogen algunos sucesos de este 
tipo: "F.,n muchas ciudades se han /ei•antado solemnemente hogueras como en la edad media o en la Alema11ia 
hitlerúma. La Junta de Burgos decretó el expurgo de todas las bibliotecas habiendo sido destruido un número in­
calculable de libros .. . " [pág. 96} "Recientemente ne podido tener noticia de la suerte de algunas bibliotecas que 
actualmente se encuentran en zona rebelde. La historia es simple, siempre la misma: el bibliotecario es fusilado, 
los libros quemados, todos los que participaron en su organización son fusilados o perseguidos" [pág. 55] 

115 Después de la guerra se cierran 54 instihltos públicos de enseñanza secundaria creados por la Repú­
blica, y que el nuevo régimen consideraba innecesarios 

116 En enero de 1940 se convoca un concurso para proveer en propiedad 4.000 escuelas al que podían 
concurrir exclusivamente los oficiales provisionales, de complemento y honoríficos que poseyeran 
el título de maestro, bachiller o certificado de estudios equivalentes y siete meses, al menos, de 
servicio activo en el frente de batalla. En esta misma línea, a otra convocatoria de octubre de 1940 
sólo podían presentarse quienes, además del título académico, acreditaran su adhesión absoluta al 
nuevo estado, 
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documental"111
- También se aborda la regulación del Cuerpo Facultativo, centrali­

zando la inspección general en el Ministerio de Educación Nacional y obligando 
a la remisión periódica de memorias y partes de trabajo ns, así corno habilitando al 
empleo en sus centros de estudiantes en prácticas "que por su edad o sexo no puedan 
ir a las trincheras", dado el reducido número de facultativos disponibles para las 
tareas de reorganización 119• 

3.5. Las consecuencias de la guerra. La destrucción de archivos 

Realizar una estimación de los efectos de la guerra en el patrimonio docu­
mental y bibliográfico es una operación básica y obligada para cualquier poder 
político que pretenda crear un nuevo proyecto de Estado, pero existe otra impor­
tante motivación, la propaganda. De ahí que sea el propio Ministerio, a través de 
la Jefatura del Servicio de Archivos y Bibliotecas, quien a partir de estas fechas se 
dirige a los municipios pidiendo su cooperación para "hacer una estadística de los 
daños causados por los marxistas, con vista a la estadística que forma esta Jefatura, y si 
considera oportuno tomar medidas para la salvaguarda de dichos archivos "220• Unas pe­
ticiones que se reiteran en varias ocasiones a lo largo de 1939 y 1940, y que se ins­
criben en el deseo del bando victorioso de hacer un balance "con fines estadísticos 
y científicos" de los daños originados por el conflicto civil, las peticiones se dirigen 
tanto a los alcaldes corno a los comandantes de puesto de la Guardia Civil. 

Desde el comienzo de la guerra los dos bandos se acusan mutuamente de 
estar destruyendo el patrimonio histórico. Sobre todo es el gobierno franquista 
quien parece especialmente preocupado por "dar una nota de alarma para que el 
mundo civilizado pudiera llegar a conocer el tratamiento de que el populacho rojo y el 
llamado Gobierno de la España Roja estaban dispensando a las obras de arte, libros y 
documentos históricos", ese es el objetivo con que se convoca en abril de 1937 una 
Asamblea de Académicos en Zaragoza 121

. La imagen exterior de las actuaciones 
franquistas en este aspecto no era demasiado buena, de ahí su afán por abrir otro 
frente de guerra, el de la conservación del patrimonio, e intentar hacer llegar la 
imagen de una República entregada a la destrucción y la barbarie. 

La respuesta de los intelectuales republicanos no se hace esperar, puntua­
lizando que "los daños más graves los han producido el bombardeo de los aviones fac­
ciosos", y reconociendo la incautaciones realizadas sobre los archivos eclesiásticos 
ya que "en su mayoría eran incapaces de leer y estudiar los documentos que conser­
vaban", y los archivos de la nobleza que pasan a ser patrimonio del pueblo, "tras 
ser rescatadas de la desidia y el esp(ritu exclusivista de la nobleza; .. y el investigador que 
quiera trabajar en sus archivos no tendrá ahora en adelante que ir mendigando del señor 
Duque o del señor Conde". Todas las actuaciones de los republicanos las justifican 
por cumplir su objetivo revolucionario de crear una cultura realmente al alcance 
del pueblo, y en todo caso los destrozos puntuales son "culpa de la guerra misma, 

117 Orden de 25 de Mayo de 1938. 
118 Orden de 28 de Junio de 1938, 
m Orden de 8 de Octubre de 1938. 
120 AGA. Sección Educación y Ciencia. Caja 4318. Oficio del fefe del Servicio de Archivos y Bibliotecas a los 

Ayuntamientos, de fecha 26 de Noviembre de 1938. 
121 José Álvarez Lopera: La po/aica de bienes culturales del gobierno republicano ... ob. cit. p. 136, 
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y por otra parte, el salvajismo y ansía de destrucción de los fascistas les inhabilitan para 
pedir cuentas a los republicanos"122 

Asalto e incendio del Archivo Municipal de Alcudia de Carlet (Valencia) 
(Foto Barberá-Masip) 

Podemos intentar enumerar los diversas causas que llevan a la destrucción 
total o parcial de archivos y otros depósitos documentales: 

a -Acciones incontroladas de las organizaciones revolucionarias en los días poste-
riores a la sublevación militar de Julio de 1936. 

b -Incautación de archivos para la producción de pasta de papel. 
e -Destrucciones por efecto de la artillería y bombardeos. 
d -Pérdidas de documentos originadas por la propia situación de guerra, 
e -Incautaciones de documentos dirigidas a la represión policial y judicial de los 

activistas republicanos. 
f -Destrucciones de fondos contemporáneos realizadas por los republicanos al aban­

donar los municipios antes de la ocupación franquista, y evitar su utilización para la 
represión política. 

122 Texto publicado en un folleto informativo por el archivero del Cuerpo Facultativo Tomás Navarro 
Tomas {recogido por José Álvarez Lopera: La política de bienes culturales del gobierno republicano ... ob. cit. 
p. 137). 
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Reconstruir un mapa de los efectos de la guerra en los depósitos documen­
tales de los municipios es un reto complejo, pero al que podemos intentar aproxi­
marnos abordando una revisión de las respuestas a las circulares enviadas por 
el Ministerio de Educación Nacional entre los años 1939 y 1940. En el cuadro si­
guiente se aprecia la existencia de determinadas regiones y zonas más castigadas 
por los efectos de la guerra: 

GUERRA CIVIL. 
EVALUACIÓN DE DAÑOS EN ARCHIVOS MUNICIPALES 

Comunidad 
Totalmente Parcialmente Archivos 
destruidos destruidos afectados 

Andalucía 17 32 49 

Aragón 181 28 209 

Asturias 34 13 47 

Baleares o o o 
Canarias o o o 
Cantabria 6 8 14 

Castilla y León 1 o 1 

Castilla-La Mancha 1 8 9 

Cataluña 72 78 150 

Comunidad Valenciana 42 4 46 

Extrema dura 5 10 15 

Galicia o o o 
La Rioja 1 1 2 

Madrid 19 23 42 

Murcia 4 4 8 

Navarro o o o 
País Vasco 13 17 30 

Totales 396 226 622 

Una primera evidencia es que la gran mayoría de los archivos afectados se 
sitúan en la misma zona que los principales frentes de guerra: Sur de Madrid, 
y la línea formada por las provincias de Teruel, Castellón. Tarragona, Lleida y 
Huesca, y que se corresponden con los frentes de Madrid, Levante y Aragón. 
Un espacio geográfico que fue testigo de las más duras y largas batallas, con 
la incesante acción de la artillería franquista. Solo en las seis provincias citadas 
se concentran un total de 387 archivos municipales dañados, el 62% del total 
de archivos afectados del territorio español, destacando los daños causados en 
Huesca donde más de la mitad de sus municipios resultan damnificados 

Existen unas zonas muy concretas que viven totalmente al margen de la 
guerra, aquellas que desde un primer momento secundan la sublevación militar, 
y que durante todo el desarrollo de la contienda se mantienen al margen de cual-
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quier enfrentamiento. Es el caso por ejemplo de Canarias, Navarra, Baleares, 
Galicia y la totalidad de las provincias castellanas, con la excepción de algunos 
municipios de Albacete y Ciudad Real. 

En Andalucía, donde en la prjmera fase de la contienda se ubican enclaves 
republicanos junto a zonas sublevadas, se producen algunos daños principal­
mente en los archivos de Granada, Córdoba y Sevilla, y en menor grado en 
Málaga, Cádiz y Huelva, pero sin que en general podamos hablar de una grave 
incidencia de la contienda. Una situación similar a la de Extremadura, Cáceres 
al unirse a las tropas sublevadas no sufre daño alguno, a diferencia de Badajoz 
con algunos pequeños municipios afectados, En Murcia, los nueve archivos mu­
nicipales que sufren pérdidas de sus fondos documentales son provocados en 
el. transcurso de los movimientos revolucionarios de 1936, o tras abandonar los 
ayuntamientos al ser ocupados por las tropas nacionales. De la Comunidad Va­
lenciana, los daños más graves se concentran en Castellón, en los municipios 
situados en las inmediaciones del frente de guerra, al igual que ocurre en las 
provincias catalanas de Lleida, Tarragona y Barcelona. La misma situación que 
se produce en Aragón, Huesca y Teruel son duramente castigadas, y Zaragoza 
apenas sufre adversidades. 

En el Cantábrico, donde se situaban los bastiones republicanos de Vizcaya, 
Santander y Asturias, los daños son provocados tanto por las propias acciones 
militares, particularmente virulentas en este frente, como _sobre todo por los 
propios regidores antes de entregarse al ejército franquista. La dura oposición 
de los revolucionarios asturianos tiene su fiel reflejo en el alto número archivos 
totalmente destruidos, un total de 37 archivos que en su mayoría corresponden 
a pequeños núcleos urbanos. Un particularidad que se puede hacer extensiva al 
resto del territorio peninsular, son muy escasos los ayuntamientos de cierta im­
portancia que ven su archivo afectado como consecuencia de la guerra, en general 
son casi siempre pequeños pueblos con pequeños archivos, escasos medios, y 
también poco grado de concienciación. Los grandes municipios suelen contar 
con políticos o funcionarios con la suficiente responsabilidad para arbitrar unas 
mínimas medidas de seguridad que permitan la preservación de su patrimonio 
documental. 

4. A modo de conclusión. Un balance de los años de República 

Hay que diferenciar la República en paz y los años de la República en guerra, 
pero si tuviéramos que seleccionar los elementos que consideramos clave podrían 
ser los siguientes: 

• En lo que se refiere a la gestión del patrimonio documental las aportaciones 
o cambios que se viven en el periodo republicano son sensiblemente inferiores 
a las que se producen en el ámbito de la enseñanza, el verdadero eje y motor de 
las políticas culturales de la República. La dimensión social del magisterio y la 
apuesta por la capacidad de transformación de la sociedad a través de la educa­
ción será el primer compromiso de todos los gobiernos republicanos. El inicio de 
la contienda acaba con las esperanzas de que esta situación pudiera cambiar, se­
guramente era cuestión de tiempo, y era hasta lógico que los primeros gobiernos 
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republicanos centraran la mayoría de sus esfuerzos en las políticas más sociales y 
culturales e intentar atajar las elevadas tasas de analfabetismo. 

• En la escala de intereses, los archivos ocupan también un rango inferior 
respecto a las bibliotecas, con numerosas iniciativas renovadoras que las con­
vierten en un privilegiado vehículo de acción cultural y educativa. El perfil y el 
trabajo de los archiveros sigue excesivamente ligado al mundo de la erudición 
histórica. Sin embargo, sí se advierten corrientes renovadoras en el campo de 
la biblioteconomía, con la celebración en Madrid del Congreso Internacional en 
1935, y las innovadoras actuaciones y propuestas para el fomento de la lectura. 

• Los cambios más notables fueron en el ámbito de la selección de personal, 
creando un sistema de acceso por especialidades al Cuerpo Facultativo, y recu­
perando la figura de los Auxiliares de Archivos y Bibliotecas. También supone un 
avance el nuevo modelo de oposición que se regula, con diez ejercicios y un curso 
profesional de seis meses, garantizando la cualificación del personal facultativo 
que accedía a la profesión. 

• A diferencia de lo que ocurre en el sector educativo, no se produce un 
aumento de las plantillas y recursos destinados a la red de archivos. A pesar 
incluso de la creación de los archivos históricos provinciales, un proyecto de 
la etapa anterior que finalmente cristaliza, con la aspiración de vertebrar y te­
rritorializar la acción del Estado. Son trece los archivos que se inauguran entre 
1931 y 1936, pero aprovechando instalaciones y personal ya existente. Otras 
propuestas con el mismo signo centralizador como la desaparición del Archivo 
de Simancas y su integración en el Archivo Histórico Nacional no llegan a pros­
perar. 

• Los propios miembros del Cuerpo Facultativo son los que denuncian la 
desatención que sufren los archivos, todos los debates de la Asamblea de junio 
de 1936 se centran en aportar datos estadísticos del incuestionable contraste entre 
el aumento de plantillas, presupuestos e inversiones el sector docente respecto al 
de archivos, bibliotecas y museos. 

• Durante la guerra todas las políticas y actuaciones se vieron condicionadas 
por la situación de contienda. Será en la etapa revolucionaria del verano de 1936 
cuando el clima de subversión hace que se produzcan más episodios de violencia 
que afectan directamente al patrimonio documental. Un sentido preventivo tiene 
la orden de integrar los registros parroquiales en el Registro Civil, y el posterior 
traspaso de la gestión de los Registros Civiles a los ayuntamientos, que tan solo 
duró unos meses, ante la confusión de competencias creada, por las frecuentes 
destrucciones. Las destrucciones de patrimonio se concentran en las regiones que 
resisten la ofensiva de las tropas sublevadas y particularmente en País Vasco, 
Aragón, Cataluña y Comunidad Valenciana. Las acciones o destrucciones de 
patrimonio, que son por muy diferentes motivos (desde acciones de pillaje a la 
necesidad de producir pasta de papel), se convierten además en arma de propa­
ganda, de acusación mutua, entre ambos bandos. 

• Los programas de protección del patrimonio que impulsan ambos go­
biernos se ven muchas veces superados por la falta de medios, y en general se 
suplen por las acciones y compromiso de muchos archiveros y bibliotecarios. La 
progresiva politización y dispersión de las actuaciones impide realizar acciones 
más efectivas, o que progresen proyectos como el" Archivo de la Guerra", que en 
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1938 pasa su dirección del Cuerpo Facultativo a ser dirigido por el editor anar­
quista Diego Abad de Santillán. 

• En lo que respecta al gobierno franquista, su afán regulador no fue acompa­
ñado de la concienciación necesaria por parte de los mandos militares. Se realiza 
más una política de ficción, de apariencias, de escasas realizaciones, y se impone 
una visión de los archivos por parte de la jerarquía militar más encaminada a la 
represión del enemigo. El resultado es la creación de la Delegación del Estado 
para la Recuperación de Documentos, el germen del actual Archivo General de 
la Guerra Civil. Un servicio al que son asignados cuantiosos recursos personales, 
más del doble de la plantilla de facultativos de archivos. 

• En cuanto a las depuraciones, afectaron sin duda mucho más al personal 
docente. Igual que posiblemente fueron los más favorecidos por las políticas de 
la República, lamentablemente también fueron los más perseguidos una vez 
perdida la guerra. Una represión a la que no fueron ajenos los facultativos de 
archivos y bibliotecas, en ambos bandos y desde el inicio de la guerra, pero es un 
aspecto que queda pendiente de estudio. 

• Los archiveros no se mantuvieron al margen de los movimientos de reno­
vación y de progreso, el mejor ejemplo es la implicación personal que tuvieron 
muchos de ellos en las programas de protección y salvaguarda durante la guerra. 
Nos quedamos con ese legado, con la memoria de archiveros como Agustín 
Durán o Felipe Mateu y Llopis, bibliotecarios como Tomás Navarro Tomás, 
Teresa Andrés, Juan Vicens, Jordi Rubio o la infatigable María Moliner. Fueron 
sólo cinco años, pero todos apostaron por el proyecto de construir pacíficamente 
un porvenir de democracia y de modernidad, de libertad y de justicia, de educa­
ción y de progreso, de igualdad y de derechos para todos los ciudadanos. 

.. * .. 

Para concluir, una reflexión sobre el tiempo que se inicia cuando la Repú­
blica acaba sus días, y que se caracteriza por la presencia del temor, el miedo a la 
represión, el silencio que conduce inexorablemente al olvido. Una realidad que 
retrata magistralmente Manuel Rivas en una escena del cuento "La lengua de las 
mariposas": 

"Hay que quemar las cosas que te comprometan, Ramón. Los periódicos, los libros. 
Todo. Fue mi madre la que tomó la iniciativa aquellos días. Una mañana hizo que mi 
padre se arreglara bien y lo llevó con ella a la misa. Cuando volvieron, me dijo: "Ven, 
Moncho, vas a venir con nosotros a la alameda". Me trajo la ropa de fiesta y, mientras me 
ayudaba a anudar la corbata, me dijo en voz muy grave: "Recuerda esto, Moncho. Papá 
no era republicano. Papá no era amigo del alcalde. Papá no hablaba mal de los curas. Y 
otra cosa muy importante, Moncho. Papd no le regaló un traje al maestro". "Sí que lo 
regaló". "No, Moncho. No lo regaló, ¿Entendiste bien? ¡No lo regaló!" 
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ANEXO LEGISLATIVO 

20/05/1931 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Orden autori-
zando la celebración de una asamblea del Cuerpo de Archiveros, Biblioteca-
rios y Arqueólogos. 

23/05/1931 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Decreto 
dictando medidas urgentes y eficaces para la defensa del patrimonio artístico 
español. 

13/11/1931 MINISTERIO DE JUSTICIA. Decreto disponiendo que los Protocolos de más 
de cien años de antigüedad queden incorporados al servicio del Cuerpo facul-
tativo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos para reorganizarlos como 
Archivos históricos. 

19/03/1932 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES. Orden resol-
viendo las propuestas que se indican de la Junta facultativa de Archivos, Bi-
bliotecas y Museos. 

21/04/1932 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Orden convo-
cando a oposición para proveer 30 plazas de Auxiliares del Cuerpo facultativo 
de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos. 

10/05/1932 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES. Dirección 
general de Bellas Artes.- Disponiendo se publique en la GACETA el Escalafón 
del Cuerpo Facultativo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos. 

21/05/1932 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Decreto 
relativo al Cuerpo facultativo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos. 

14/06/1932 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Decreto dispo-
niendo que cualquier Municipio español en cuyo término no exista Biblioteca 
pública del Estado puede solicitar de la Junta de Intercambio y Adquisición de 
libros para Bibliotecas públicas, la creación de una Biblioteca municipal. 

20/11/1932 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Ley determi-
nando cómo estará constituida la Junta facultativa del Cuerpo de Archiveros, 
Bibliotecarios y Arqueólogos. 

25/05/1933 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES. Ley relativa 
al Patrimonio Artístico Nacional. 

07/06/1933 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Decreto apro-
bando el Reglamento, que se inserta, de oposiciones al Cuerpo de Archiveros, 
Bibliotecarios y Arqueólogos. 

24/02/1934 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Dirección 
general de Bellas Artes.- Tribunal de oposiciones al Cuerpo facultativo de 
Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos (Sección de Bibliotecas).- Rectifica-
ción de varios temas del Cuestionario para estas oposiciones publicado en la 
GACETA del 18 del actual. 

30/03/1934 GENERALITAT DE CATALUÑA. Ley del Patrimonio Histórico, Artístico y 
Científico de Cataluña. 

05/07/1934 GENERALITAT DE CATALUÑA. Ley de conservación del Patrimonio Histó-
rico, Artístico y Científico de Cataluña. 

24/09/1934 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES. Orden fijando 
las plantillas del personal de Archivos, Bibliotecas y Museos en los Establecí-
mientes que se expresan. 
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06/10/1934 PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS Decreto poniendo en vigor el 
acuerdo de la Comisión mixta para la implantación del Estatuto de Cataluña, 
referente al traspaso de los servicios de Museos, Bibliotecas y Archivos, en 
territorio catalán, salvo el de la Corona de Aragón, que se transcribe como 
anexo de este Decreto. 

18/04/1935 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Orden apro-
bando la plantilla del Escalafón de Auxiliares del Cuerpo facultativo de Archi-
veros, Bibliotecarios y Arqueólogos. 

16/06/1936 
MINISTERIO DE HACIENDA Dirección general de la Deuda y Clases pasivas.-
Disponiendo que el día 19 del actual se verifique una quema extraordinaria de 
documentos amortizados. 

02/08/1936 MINISTERIO DE INSTRUCOÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES Decreto dis-
poniendo que la Junta creada por Decreto de 23 de Julio del presente año se 
denominará de Incautación y Protección del Patrimonio Artístico. 

09/08/1936 GENERALITAT DE CATALUÑA. Decreto para que toda la documentación 
anterior al siglo XIX quede a disposición de la Generalitat de Cataluña. 

14/08/1936 GENERALITAT DE CATALUÑA. Decreto de confiscación de archivos, biblio-
tecas y registros de entidades. 

29/08/1936 MINISTERIO DE JUSTICIA. Decreto disponiendo que los Registros parro-
quiales con sus libros y archivos pasen para su custodia, conservación y demás 
efectos a los Registros civiles correspondientes a su demarcación. 

11/11/1936 GENERALITAT DE CATALUÑA. Orden para que los Juzgados populares 
procedan a la incautación de los archivos panoquia1es (libros registros de bau-
tismos, matrimonios y defunciones desde 1801 a 1936). 

20/01/1937 PRESIDENCIA DE LA JUNTA Tf:CNICA DEL ESTADO. Orden.- Dictando 
reglas para organización de un servicio de vanguardia que lleve a cabo el sal-
vamento del patrimonio artístico nacional. 

17/02/1937 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y BELLAS ARTES. Decreto 
creando un Consejo Central de Archivos, Bibliotecas y Tesoro Artístico con los 
fines que se expresan. 

31/03/1937 PRESIDENCIA DE LA JUNTA TÉCNICA DEL ESTADO. 0rden.-Dictando 
normas para el expurgo de legajos y documentos de las Audiencias, Juzgados 
y Tribunales de Justicia. 

02/04/1937 GOBIERNO GENERAL. Orden.- Dictando normas para intensificar la recogida 
de papel. 

08/04/1937 COMlSIÓN DE JUSTICIA Orden circular. Aclarando la Orden de 29 de marzo 
último relativa al expurgo de documentos de los archivos judiciales. 

08/04/1937 COMISIÓN DE JUSTICIA Orden circular.-Aclarando la Orden de 29 de marzo 
último relativa al expurgo de documentos de los archivos judiciales. 

30/04/1937 GOBIERNO GENERAL. Pliego de condiciones de nuevo concurso para la ad-
judicación de papel recogido o que se recoja. 

23/05/1937 PRESIDENCIA DE LA JUNTA TÉCNICA DEL ESTADO 0rden.-Sustituyendo 
el papel de oficio por papel común de las características que se indican. 

01/06/1937 GOBIERNO GENERAL Orden.- Dictando normas para la restricción del uso 
de papel. 
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29/06/1937 MINlSTERIO DE JUSTICIA Decreto estableciendo sanciones para todo fun-
cionario público que por razón de su cargo entregare o direre a conocer inde-
bidamente documentos. papeles o copia, etc, que tenga a su cargo y no deban 
ser divulgados. 

-~ ~-

12/07/1937 SECRETAR1A DE GUERRA Firma de documentos.- Orden. Dictando normas 
para la firma de documentos. 

09/08/1937 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y SANIDAD, Orden disponiendo 
la creación del" Archivo de Guerra", dependiente de la Dirección General de 
Bellas Artes. 

10/10/1937 MINISTERIO DE HACIENDA Y ECONOMÍA. Orden prohibiendo la salida 
de Madrid de todas las clases de papel viejo, recortes y papelotes, etc., al efecto 
de abastecer a las fábricas de papel de primeras materias para asegurar el su-
ministro a la prensa madrileña. 

18/10/1937 COMISIÓN DE OBRAS PúBLICAS Y COMUNICACIONES Orden.- Sobre 
documentos que han de acompañarse a los proyectos de abastecimientos de 
aguas. 

22/10/1937 MINISTERIO DE JUSTICIA. Decreto relativo a la reconstitución de los Re-
gistros de la Propiedad y estableciendo el modo como se ha de efectuar en 
lo sucesivo la reinscripción en el Registro de la Propiedad o en el Mercantil, 
de títulos que anteriormente hubieran sido inscritos en libros que hayan sido 
destruidos. 

25/10/1937 PRESIDENCIA DE LA JUNTA TÉCNICA DEL ESTADO. Orden.-Anunciando 
concurso-adquisición de papel inútil procedente de los Juzgados. 

28/10/1937 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y SANIDAD. Orden disponiendo 
que el Consejo de Archivos, Bibliotecas y Tesoro Artístico quede modificado 
en la forma que se indica. 

31/10/1937 GENERALITAT DE CATALUÑA. Decreto dictando normas para la protección 
del Patrimonio Histórico, Artístico y Científico de Cataluña. 

08/01/1938 GENERALITAT DE CATALUÑA. Decreto que reglamenta la defensa del Pa-
trimonio Histórico, Artístico y Científico de Cataluña. 

17/01/1938 PRESIDENCIA DE LA JUNTA TÉCNICA DEL ESTADO Orden regulando el 
consumo del papel. 

19/01/1938 PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS Orden sobre aprovechamiento 
de los desperdicios de papel y documentación inutilizada e inservible. 

28/01/1938 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y SANIDAD. Orden dispo-
niendo cese como Presidente de la Sección de Archivo, del Consejo Central de 
Archivos, Bibliotecas y Tesoro Artístico, don José Giner Pantoja, y sea desem-
peñada por don Agustín Millares Cario. 

26/02/1938 GENERALITAT DE CATALUÑA. Decreto que dicta disposiciones encami-
nadas a asegurar la protección del Patrimonio Histórico, Artístico y Científico 
de Cataluña. 

23/04/1938 MINJSTER10 DE EDUCACIÓN NACIONAL Decreto creando el Servicio de 
Defensa del Patrimonio Artístico Nacional. 

27/04/1938 MINISTERIO DEL INTERIOR. Decreto creando la Delegación del Estado para 
Recuperación de Documentos. 
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03/05/1938 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y SANIDAD. Orden aprobando 
el Presupuesto de gastos formulado para la recogida en las distintas provin-
cías de cuantos documentos sean necesarios para continuar la formación y 
depósito de documentos de la guerra. 

25/05/1938 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y SANIDAD. Orden designando 
para el cargo de Director del Archivo de Guerra, a don Diego Abad Santillán. 

25/05/1938 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y SANIDAD. Orden resolviendo 
que continúe funcionando, dependiente de la Dirección General de Bellas 
Artes, el "Archivo de Guerra" creado por Orden de 9 de Agosto de 1937, en la 
forma que se expresa. 

16/06/1938 MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA Y SANIDAD. Circular dando 
normas a los Maestros con el fin de que colaboren con toda la eficacia a la reor-
ganización del Archivo de Guerra, creado por Orden de 9 de Agosto de 1937. 

30/07/1938 MINISTERIO DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Orden disponiendo entre a 
formar parte del Comité Sindical del Papel y Cartón, con categoría de Vocal, 
un representante de los Servicios Nacionales de Archivos y Bibliotecas. 

18/08/1938 MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. Orden dictando normas regla-
mentarlas relativas a los Agentes de Recuperación de Vanguardia que han de 
actuar bajo la Dirección de las Comisarías de Zona del Servicio de Defensa del 
Patrimonio Artístico Nacional. 

18/08/1938 MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL Orden disponiendo normas re-
glamentando el funcionamiento de las Comisarías de Zona del Servicio de 
Defensa del Patrimonio Artístico Nacional. 

24/09/1938 MINISTERIO DE JUSTICIA Orden dictando las normas a seguir para la re-
construcción de documentos en beneficio de particulares o entendidos para 
el desarrollo de sus actividades o el servicio de sus derechos, sin perjuicio de 
aplicar al procedimiento de reconstrucción general establecido en el art. 280 
del Reglamento Notarial cuando se ordenare. 

22/10/1938 MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. DECRETO sobre la continua-
ción de Patronatos Provinciales para el fomento de las Bibliotecas, Archivos y 
Museos Arqueológicos 

26/10/1938 MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. Orden dando instrucciones 
para el cumplimiento del Decreto sobre constitución de Patronatos Provin-
dales para el fomento de las Bibliotecas, Archivos y Museos Arqueológicos. 

27/01/1939 MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. Orden confiando al Cuerpo de 
Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos el servicio de Archivos, Bibliotecas 
y Museos de Cataluña. 

03/04/1939 MINISTERIO DE LA GOBERNACIÓN. Orden disponiendo que por las Cor-
poraciones Locales se haga constar en sus documentos, a continuación de la 
fecha de los mismos, "Año de la Victoria". 
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ANEXO DOCUMENTAL FUENTES DOCUMENTALES. 
ARCHIVO CENTRAL DE EDUCACIÓN 

Descripción Años Signaturas 

Adquisición de Documentación para Archivos 1877-1933 6.558102 
6.558106 
14.080 4 

14.08036 

Auditoría de Guerra. Zaragoza 1937-1938 13.422 41 

Cambio Internacional de Documentos 1932 14.08110 

Ceses de Funcionarios 1937 13.054 2 

Comisión Gestora de Archivos, Bibliotecas y Museos 1936 13.054 4 
14.083 30 

Consejo Central de Archivos 1937-1938 13.0541 
13.054 6 
14.054 1 
14.054 5 
14.054 6 

Destrucciones e Incautaciones del Tesoro Artístico, 1930-1940 11.43512 
Bibliográfico e Histórico. 12.435 

12.4581 
12.431-

12.8141-8 
13.128 3 

12.48512 
14.080 37 

Índice Guía de archivos, Bibliotecas y Museos de Cataluña 1936 10.53314 

Informe Ministerio de Educación Nacional. Barcelona. 1939 13.05310 

Junta de Cultura Histórica. 1936-1937 12.43314 

Junta Facultativa del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios 1931-1936 12.43314 
y Arqueólogos 

Personal de Archivos y Bibliotecas de Madrid. Relaciones. 1937 13.052 6 

Préstamos de Documentación de Archivos para 1932-1936 14.082 
Exposiciones. 

Sección de Archivos y Bibliotecas. Registro General 1939 13.5334 
13.53311 

Servicio de Recuperación del Patrimonio Artístico: 1939 12.433-12.435 
Archivos, Bibliotecas y Museos. 13.052-13.053 

13.126 

Tesoro Artístico, Bibliográfico e Histórico. Destrucciones e 1938-1940 12.433-12.435 
Incautaciones. 12.458 

12.531-12.537 
12.814 
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LABOR DEL CUERPO DE ARCHIVEROS, BIBLIOTECARIOS 
Y ARQUEÓLOGOS DURANTE LA GUERRA EN VALENCIA 

Enel primer trimestre, 
ante la inhibición del go­
bierno rojo, que dejó de 
obrar impunemente a las 
masas, y dado lo precario 
de la seguridad personal, 
no fue posible interven­
ción organizada alguna 
en pro del salvamento 
de nuestra riqueza do­
cumental y bibliográfica, 
a pesar del ofrecimiento 
de servicios que se hizo 
en los primeros días de 
la revolución por los fun­
cionarios adscritos a los 
centros de esta ciudad, 
y que no fue aceptado. 
Esto no obstante se pro­
curó estimular a los orga­
nismos oficiales, a fin de 
evitar continuase la des­
trucción sistemática, no 
logran apreciables éxi­
tos. Considerábase tan 
vinculada la tarea demo­
ledora de la revolución, 
que por unos u otros mo­
tivos se contemporizaba 
con toda suerte de des­
manes. Con la decidida 
actuación del entonces 
Jefe de la Biblioteca Uni­
versitaria, don José Ma­
ría Ibarra y funcionarios 
a sus órdenes, se fueron 
recogiendo en diversas 
aulas y universitarias y 
montones de libros de 
los primeros conventos 
saqueados, que después 

fueron trasladados al 
Colegio del Patriarca. En 
esta época, y mediante 
el que esto escribe, que 
fue solicitado por el ve­
nerable patriarca de la 
cultura valenciana, el 
canónigo don José San­
chís Sivera, para salvar 
su biblioteca y todos sus 
valiosos trabajos en pre­
paración, de tan gran va­
lía para nuestra historia; 
logrose, por gestión del 
Rectorado así requerido, 
el hacer el traslado de 
todo ello al Colegio del 
Patriarca, llevando la 
tranquilidad al espíritu 
acongojado del maestro 
de nuestros investigado­
res, cuya enfermedad no­
toriamente agravada por 
las circunstancias los re­
gistros amenazadores, el 
incendio de su amada ca­
tedral, hacía doblemente 
triste el éxodo de aquel 
patrimonio intelectual, 
del que se despedía con 
lágrimas de dolor y del 
que la muerte próxima le 
separo para siempre. 

Es a primeros de 1937 
cuando comienza a ac­
tuar con intensidad el 
Cuerpo Facultativo, que 
unión de otros elementos 
ajenos al mismo, se de­
dica de una manera me­
tódica a la salvaguarda 

y organización de todos 
los fondos bibliográficos 
y documentales que se 
recogían; exigua parte 
de nuestros tesoros que 
había quedado abando­
nada en los distintos lo­
cales de su procedencia. 
Una de las primeras ac­
tuaciones en la que invir­
tieron varios meses, fue 
la recuperación del riquí­
simo archivo catedral y 
biblioteca, la magnífica 
colección de códices, pro­
videncialmente salvados 
del incendio. Baste decir 
que las puerta de acceso 
a estos locales estaban 
carbonizadas y algunas 
estanterías chamusca­
das; el riego de desapari­
ción total fue inminente. 
La acertada intervención 
del Jefe del Archivo Re­
gional, don Fernando Fe· 
rraz, conocedor y vecino 
del templo, que pidió 
con urgencia la coope­
ración de los bomberos, 
contribuyó en gran ma­
nera a alejar el peligro. 
Para subir al Archivo 
hubo que convertir en 
rampa la derruida esca­
lera y desde lo alto eran 
bajadas en capazos los 
volúmenes, y colocados 
ordenadamente en ca• 
rros, cuando se disponía 
de ellos, para almacenar 
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aquellos en el Patriarca. 
Eran miles de gruesos 
infolios que luego fueron 
limpiados de cenizas y 
escoria, uno por uno, y 
terminada la instalación 
de las estanterías pro­
visionales en espaciosa 
habitación adecuada, 
quedaron rigurosamente 
ordenados, con arreglo 
a los catálogos antiguos, 
y prestos a ser utiliza­
dos sí fuese conveniente. 
Asimismo fue recogida 
la documentación con­
tenida de varios arcones 
destruidos a hachazos y 
esparcida por los suelos. 
Cuando dimos fin a estos 
trabajos nos sentíamos 
plenamente satisfechos. 

Era el recinto del Co­
legio de Corpus Christi 
familiar a los que por 
tantos meses en él traba­
jamos; un rincón de paz, 
sedante para nuestras in­
quietudes, ambiente de 
civilidad en aquella Va­
lencia sucia y soez donde 
promiscuaban milicianos 
de todas procedencias. 
Excepto la Iglesia de la 
Fundación, que por ser 
depósito de cuadros y 
otras obras de arte, que­
daba entregada a los ar­
tistas que formaban una 
sección de la Junta del Te­
soro Artístico, ajena a los 
archiveros, la custodia 
del resto del edificio fue 
obra de singular empeño 
que se logró felizmente 
a término por nuestro 
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cuerpo. Sucesivamente 
fueron recogiéndose 
cuantas bibliotecas con­
ventuales y particulares 
llegaban a nuestro cono­
cimiento, y así, fueron 
depositadas en las dis­
tintas dependencias: la 
de Capuchinos; jesuitas, 
en sus tres residencias, 
Colegio de Vocaciones 
Carmelitas; Santa Úr­
sula, Seminario, Archivo 
de San Esteban, Colegio 
de Burjasot, Seminario y 
Catedral de Segorbe, Ca­
nónigo Ripollés, Lassala, 
Caro ... miles y miles de 
volúmenes que descar­
gábamos de los camio­
nes haciendo la cadena 
y construyendo muros 
con ellos, a fin de evitar 
se entremezclaran los de 
distintos orígenes. Cada 
sección, llevaba su rótulo 
correspondiente, y así 
quedaron transformados 
la sacristía, capillas de la 
Purísima y Comunión, 
refectorio, celdas, corre­
dores, en un inmenso 
depósito de libros que 
esperan la paciente ta­
rea de ir restituyéndose 
a sus dueños. Hubo que 
habilitar tiempo, ya que 
teníamos que hacer com­
patibles estos trabajos 
con el servicio público 
en los establecimientos 
a que estábamos afectos. 
Contábamos, en compen­
sación, con la estimable 
ayuda de los compañe• 
ros que evacuados for-

zosos de Madrid, fueron 
destinados a las distintas 
oficinas de esta capital. 

Una nueva y urgente 
atención nos reclamaba. 
Una segunda etapa, tal 
vez la más desastrosa 
en consecuencias con la 
cultura regnícola, se ini­
ciaba. La escasez de pasta 
de papel motivó el afán 
de convertir todo volu­
men en materia transfor­
mable para dar abasto a 
las diferentes fábricas de 
Valencia, y allá fuimos en 
peregrinación por nues­
tra huerta a salvar lo que 
se pudiese en los ingentes 
montones almacenados 
en aquellas, convertidos 
en verdaderos basureros 
que había que remover e 
ir seleccionando todo lo 
útil. Gran parte de la Ca­
tedral de Segorbe paso ya 
tardíamente por nuestras 
manos magníficos ejem­
plares despedazados y 
ensacados para echar a la 
caldera. Algo se salvo, y 
fueron rescatados varios 
camiones, entre ellos la 
mayor parte del Archivo 
Municipal. Llenándose 
varias habitaciones del 
Patriarca. Fue particular­
mente ingrato este come­
tido, ya que se realizó du­
rante el verano de 1937, y 
además del calor propio 
de la estación había que 
turnarse en los departa­
mentos de las calderas 
para hacer una rápida 
revisión de los sacos que 



se iban vaciando en las 
mismas, y con la hospita­
lidad del personal obrero 
que sólo veía en nuestros 
afanes una perturbación 
en su trabajo. Trabajo 
realmente infecundo, ya 
que libros y documentos 
valiosos eran convertidos 
en aquel papel que, utili­
zado con cínico desen­
fado por una prensa con 
todas las taras imagina­
bles, servía para sostener 
sangrientamente una lu­
cha sin esperanza de vic­
toria. Toneladas de papel 
en periódicos y carteles 
de propaganda salieron 
de aquellos voló.menes 
que tan celosamente y 
con tanto cariño se cus­
todiaban en los conven­
tos y seminarios. Alguna 
vez preciadas reliquias 
y recuerdos podían sus­
traerse subrepticiamente 
a la profanación, algún 
incunable ser totalmente 
reconstruido; este era el 
día de máxima satisfac­
ción, cuando al regresar 
terminada la diaria la­
bor de la mañana y en la 
misma camioneta que lle­
vaba la carga comentába­
mos el hallazgo. Se tuvo 
la precaución de recoger 
varias portadas de to­
dos los libros destruidos, 
para en su día hacer un 
doloroso inventario de 
la magnitud del desastre 
sufrido. Aquel pequeño 
cenáculo de verdaderos 
amigos que albergó el 

Patriarca durante dos 
años, fue tomando ini­
ciativas al margen de lo 
oficial. Una antigua ga­
lera muy siglo XIX, y un 

flaco roón que quedó a 
salvo de humanas ape­
tencias, fueron adscritos 
al improvisado servicio 
de recuperación; allí se 
transportó todo cuanto 
se podía encontrar en 
domicilios particulares, 
traperías, conventos des­
tinados a vivienda de 
evacuados, etc. No sola­
mente fueron rescatados 
por este procedimiento 
espléndidos libros cora­
les sino también vajillas 
de Alcora, en las que se 
servían desayunos colec­
tivos y que rápidamente 
eran destrozadas. 

El Colegio del Pa­
triarca, la hermosa Fun­
dación del Virrey de 
Valencia, por milagro 
predicho iba a ser la única 
gran iglesia que quedará 
indemne. Hoy día rein­
tegrados ya a nuestra 
normal actividad, no po­
demos menos de sentir 
al par que la satisfacción 
por el suceso que con­
serva para el futuro la 
venerada obra del Cor­
pus Cristí, la nostalgia 
de aquellos días pasados 
en su recinto, que ya no 
tenía secretos para noso­
tros, en el que unidos por 
el doble vínculo de un 
sentir religioso y el cum­
plimiento de un deber, 

haóa de todo herman­
dad y hasta tal punto nos 
creíamos vinculados a él, 
que apenados del silencio 
de las típicas campanas, 
de un reloj, cuyo timbre 
nos retrotraía a los días 
algareros de la vecina 
Universidad, pusimos en 
movimiento la compleja 
maquinaria. Y bueno 
será decir los nombres 
de los que realizaron la 
obra benemérita, que si 
es de poco volumen en 
relación con la cuantiosa 
aportación, sin embargo, 
al patrimonio de nuestra 
cultura. Alma y ~irector 
de todos los trabajos fue 
el funcionario faculta­
tivo don Felipe Mateu 
y Llopis, evacuando de 
Madrid, en cuyo Museo 
Arqueológico, Sección 
de Numismática, espe­
cialidad que entre otras 
cultiva, con reconocida 
competencia, prestaba 
servicio. Logró sortear 
las difíciles situaciones 
planteadas y al propio 
tiempo rodearse de co­
laboradores adictos. Los 
elementos culturales de 
Valencia deben reconoci­
miento a este valenciano 
y trabajador infatigable 
por el meritorio favor 
que a la cultura prestó. 
En el Archivo Regional 
que estuvo también a 
su cargo, durante estos 
años, queda la huella de 
su paso en la completa 
reorganización y mejora 
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de sus locales, ayudado 
por otros competentísi­
mos funcionarfos, igual­
mente evacuados de 
sus respectivos estable­
cimientos. Con asidui­
dad ejemplar aportaron 
su colaboración Maruja 
Salto, Fermín y Ramón 
Villarroya, Juan Masiá, 
Luis Guamer, Jaime Ca­
rruana, en unión de los 
bibliotecarios de la Uni­
versidad Luis Chorro y 
Abelardo Palanca, y del 
Director del Museo Tole­
dano, Francisco de B. San 
Román. Liberada nues­
tra ciudad por el glorioso 
Ejército Nacional, volvió 
el Patriarca a su prístina 
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destinación: Salvó su co­
lección pictórica, en mal 
hora trasladada, intacto 
fue recobrado y pron­
tamente se reanudó el 
servicio religioso con la 
misma suntuosidad que 
antaño. Aquellas puertas 
que en la consuetudina­
ria tarea franqueábamos 
despreocupadamente 
ante la guardia miliciana 
o carabinera, nos impo­
nen hoy el respeto de lu­
gar sagrado, a través de 
la cancela se vislumbra la 
marmórea estatua de su 
fundador, magnífica obra 
de arte que hubo que cu­
brir ante 1a inminencia 
de su proyectado fusila-

miento. Su efigie conti­
nuará por muchos años 
señoreando el hermoso 
patio y la fundación que 
salió perfecta de sus ma­
nos, salvada la prueba 
más terrible de estos 
años, breve interregno en 
la perdurabilidad de la 
historia, seguirá siendo 
entre el crecido fervor de 
los valencianos, nuestro 
pequeño Escorial al ser­
vicio de Dios y del Im­
perio. 

Rafael Raga 

[Diario "Las Provincias", 
Valencia 10 de Junio de 

1939] 


